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Preliminares 


Este número de la gaceta, el número uno de este año, es una 
edición y formato especial que conmemora el sistema penal 
acusatorio adversativo a poco más de 10 años de su instauración 
en Guanajuato. 


La primera parte se nutre de los criterios jurídicos, en 
materia procesal penal pronunciados y previamente publicados en 
la entidad. 


Mientras la segunda parte se integra por papers científico- 
jurídicos que cumplen la misión de exponer una toma de postura 
en casos procesales penales cuya conclusión se redactó a manera 
de jurisprudencia. 


Los papers jurídicos, son exclusivamente responsabilidad 
de sus autores y no representan la postura oficial del poder judicial 
del Estado de Guanajuato. 


Se permite la copia o redistribución total o parcial de la 
presente obra con la condición de que se precise la fuente, el autor 
y la creación en la unidad académica de investigaciones jurídicas 
de la escuela de estudios judiciales del Poder Judicial del Estado 
de Guanajuato. 
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Presentación editorial 


rámites burocráticos, exceso de formalismos, diferimientos 
aj? constantes, ineficacia para solucionar problemas, muchas 

trampas legales etc, etc., fueron algunas de las causas que 
obligaron a dar un giro coperniquiano y cambiar el sistema de justicia 
penal. 


Sencillamente el sistema penal de corte tradicional, se agotó por 
muchas razones, se hizo viejo, anacrónico y se pervirtieron sus virtudes, 
que ciertamente las tuvo, sucumbiendo ante los vicios del propio sistema 
y de sus ejecutores. 


Si algún procesado afirmaba que había sufrido tortura se le exigía 
prueba contundente de ello, sin aceptarse que era altamente probable 
que la hubiera sufrido y, si había prueba ilícita, con el argumento de no 
atentar contra la víctima, que además no era parte procesal, se toleraba 
la ilegal conducta con la eterna esperanza fracasada de que no se volvería 
a repetir. 


México tuvo vigentes instituciones de paleontología jurídica como: 
cuerpo del delito, careos constitucionales, reconstrucciones de hechos 
en delitos de violación y múltiples, repetidas, insulsas y decepcionantes 
reposiciones del procedimiento. 


Ante el lúgubre escenario, asomó la cara el sistema acusatorio 
adversativo presentándose como héroe que podía superar el déficit del 
sistema agotado - pervertido, constituyéndose en utopía de la salvación 
y quien pondría al sistema penal mexicano en el radar y a la par de los 
mejores del mundo. 


Era momento de dejar la tradición procesal del sistema románico 
— germánico — español, cambiando por ideologías propias del common 


law. 
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Con esas altas expectativas, el 1 de septiembre del 2011 entró en 
vigor en Guanajuato el sistema acusatorio, cuyo arranque fue precedido 
de una larga preparación de sus jueces pioneros que tomaron clases por 
cerca de 4 años viernes y sábados y prácticamente, 1 año antes del inicio 
del entonces nuevo sistema, estuvieron separados de su cargo liando los 
bártulos en teoría y práctica, tomando horas de vuelo en simulación de 
audiencias. 


Y comenzó el sistema acusatorio en Guanajuato con la ley 
del proceso penal, resultado de un amplio debate de diversos grupos 
incluidos jueces, académicos y abogados postulantes, en un efectivo 
ejercicio democrático. 


La ley del proceso penal, mejoró lo que proponían los modelos 
ideales de la CONATRIB y las legislaciones de Oaxaca y de Chihuahua, 
cuyos estados fueron precursores en el país. 


Implicó un comienzo alentador y, en el viaje, vino la reforma 
constitucional federal del artículo 73 fracción XXT inciso C, que quitó a 
los estados la facultad de legislar en materia procesal penal, concentrando 
ese derecho al congreso federal, naciendo así el código nacional de 
procedimientos penales. 


Muchos dijeron, — al fin un código único que evite la dispersión 
del conocimiento y acelere la consolidación del sistema acusatorio 
adversarial en el país -. 


A priori el código único era producto de una larga añoranza de un 
grupo de académicos que suponían era lo mejor. Pero implicó, al menos 
para Guanajuato, un retroceso, si se considera un sistema acusatorio 
adversativo ortodoxo y que algunas instituciones que se esperaban 
superadas y extintas, revivieron. 


Por ejemplo, en la ley del proceso penal, cuando el ministerio 
público omitía presentar la acusación en el tiempo legalmente concedido 
para ello, de inmediato procedía el sobreseimiento. Ahora, el código de 
procedimientos penales retornó al sistema tradicional y revivió que en 
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esos casos se dé vista al fiscal, materialmente concediéndole una segunda 
oportunidad a la parte acusadora. 


Otra muestra del regreso al pasado, se presenta o se sufre, cuando 
se esquiva la presunción de inocencia aplicando prisión preventiva con 
sordera a que solo debería emplearse en supuestos de verdadera excepción. 


Lo que manda una señal de alerta, pues se da un mensaje a la 
sociedad: La justicia penal es igual a la cárcel; lo que sumado al criterio 
del bajo estándar probatorio, se traduce en el alto riesgo social de que 
a cualquier persona se le pueda detener y después se indague que fue 
lo que pasó, cuando se debe investigar para detener y no detener para 
investigar. Uno identifica un sistema que da prioridad a la libertad y el otro 
un régimen autoritario. 


Se suponía que el sistema acusatorio implicaba un abandono del 
concepto medieval, de que el auto de bien preso o formal prisión, era un 
adelanto a la declaración de culpabilidad, como acontecía en la época del 
sistema Inquisitivo. 


La prisión preventiva es materialmente un castigo y, los procesos 
tardados que terminan en una absolución, ciertamente implican una 
sanción, aunque se le llame de otra forma. Suscitando una paradoja en 
caso del absuelto que es liberado, que no se probó su culpabilidad, pero 
sí estuvo un largo rato en la cárcel. Ganó el caso, pero perdió su libertad. 


Por otro lado, solicitar y solicitar diferimiento de audiencias, primera 
extensión de la investigación complementaria por el mayor número de 
veces hasta que digan que no. Luego volver a pedir el diferimiento de la 
intermedia en aras de imponerse del asunto, también muchas veces hasta 
que se diga que ya no. Llegado el momento de la audiencia de juicio oral 
se replica la mecánica hasta que se dice que no. El resultado: Sociedad 
en expectativa, víctima insatisfecha y encarcelamiento prolongado del 
acusado. 


Al fin y al cabo, a la sociedad se le olvida y solo recuerda la primera 
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etapa, la prisión preventiva — si lo metieron es por algo - y así queda 
marcado. 


Mas, el sistema acusatorio debe patentizar una garantía para todos, 
una seguridad para evitar falsas acusaciones que se conviertan en riesgo 
latente contra el ciudadano. 


Evitar que baste que alguien diga - él es violador -, - es el secuestrador 
-, - €l asesino -, - el ladrón -, con la estigmatización social, aunque sea falso 
O aunque no se pueda probar. 


La presunción de inocencia es un derecho de la sociedad que 
limita el sistema de terror similar al que se diseñó conjuntamente con la 
guillotina o al que mando quemar a las brujas. 


Lo justo es, que si se prueba que una persona es culpable, se deban 
aplicar las consecuencias jurídico penales en aras de la restauración del 
tejido social. Pero, si no se prueba, absolver. Se debe recordar que un 
régimen de terror perdona a los cuervos, pero se ensaña con las palomas - 
censura persona corvis, sed regnat cum columbis -. 


Ya pasaron 10 años de la implementación del sistema acusatorio y 
en el trayecto, se ha pagado y se está pagando, un natural derecho de piso 
como corresponde a todo cambio de sistema. 


Es indispensable una evolución integral, para lo que debe 
considerarse que el análisis del fenómeno de la delincuencia debe 
segmentarse en: actos previos a la comisión del delito y posteriores a él. 


Para combatir los actos previos al delito, se necesitan desde modelos 
educativos que comuniquen la conveniencia del respeto a las normas 
jurídicas y el conocimiento de las consecuencias por su incumplimiento. 
Así como desarrollo de política criminal para prevenir el delito. 


Ya cometido el delito, el sistema penal debe intervenir investigando 
tanto el crimen como a su responsable y, con la información probatoria 
lícita recaudada por el órgano de la acusación, los jueces juzgarán. Si la 
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sentencia es condenatoria el juez de ejecución vigila la aplicación de las 
consecuencias jurídicas impuestas. 


Así, queda claro que la actividad jurisdiccional es después de haberse 
cometido el delito y es absolutamente dependiente de la información 
probatoria lícita recaudada. 


Por lo que la evaluación social de los jueces exclusivamente debe 
ser, parafraseando términos dogmáticos, solo de lo que tienen el dominio 
funcional del hecho. 


Adicionalmente el juez es garante de los derechos de todos, victimas, 
sociedad e imputado. Por lo que es y debe ser absolutamente imparcial, 
única forma de que el sistema funcione correctamente. 


Pues bien, es evidente que el sistema acusatorio adversativo ha 
desnudado temas que antes se podían esconder entre hojas y hojas de papel 
con muchos formalismos y sacramentos procesales. 


Claro es que es más difícil para la fiscalía obtener una sentencia 
condenatoria en la actualidad que en el pasado; por ejemplo, en la época 
de la inquisición en la que bastaban suposiciones y, regresar a esas 
prácticas, significaría implementar un sistema similar al de Robespierre 
que históricamente demostró que afecta más a los ciudadanos que a los 
delincuentes. 


A 10 años del inicio de la nueva forma de concebir el derecho 
procesal penal ¿Qué ha pasado? 

- ¿Resultó peor el sistema acusatorio que el tradicional?, 

- ¿El sistema actual tiene los mismos vicios que el tradicional más 
los propios?, 

- ¿Es cierto que se debe volver a pensar inquisitorialmente para que 
no sea ua puerta giratoria?. 


La aún recién nueva época procesal, razonablemente está en proceso 
de consolidación y la actuación de los jueces, líderes naturales del sistema 
de justicia, debe ser guía para todos los involucrados. 

- ¿Es una utopía lo que se dijo del sistema acusatorio? 


2d 
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Definitivamente no, es una meta en proceso de alcanzarse y si se 
logra o se fracasa, lo sentenciará el juicio histórico. 


Vocación, esfuerzo y espíritu de justicia son algunos de los 
valores guerreros que deben motivar la judicatura y tener claro que el 
sistema funcionará correctamente cuando todos los partícipes lo hagan 
correctamente. 


Lo que toca a los jueces se evidencia con sus resoluciones, por sus 
obras los conoceréis, por lo que, para conmemorar un décimo aniversario, 
la mejor manera de hacerlo es con ejemplos concretos. 


Por eso, la presente obra consta de 2 partes. 


En la primera se recopilaron todos los criterios jurídicos previamente 
publicados por el poder judicial de Guanajuato exclusivamente de materia 
procesal, que gráfica el avance del sistema. 


Mientras, en la segunda porción algunos jueces, encorsetándo 
su intervención al formato de papers jurídicos exponen un criterio en 
materia adjetiva penal. 


El primero de ellos es una opinión sobre un elemento constante en 
el progreso del poder judicial de Guanajuato, la persecución del principio 
de dignidad. 


El segundo texto, acoge la postura del merecimiento destacando 
el tema de two strikes and you're out - dos errores y estas fuera — aplicado 
al supuesto de que el procesado se encuentre recluido por diversa causa, 
no puede aspirar a la suspensión condicional del proceso. 


Durante, el tercer escrito se asume una postura diferente a la de 
los tribunales federales que, valiéndose de un argumento explicable en 
la lógica del sistema pasado, sostienen que la única manera válida de 
realizar los registros de actuaciones es que conste escrito en papel. 


Mas, no es necesario que la resolución de la audiencia inicial 
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conste en papel escrito, pues precisamente el registro actual, el moderno, 
es la videograbación. 


De tal suerte, el principio de lex escrita debe interpretarse de forma 
teleológica y sistemática, no como se hacía en el pretérito donde la forma 
más segura eran hojas con letras. 


Llegando al cuarto paper se propone que, previo a conceder la 
suspensión condicional del proceso en casos de víctimas de violencia 
doméstica, se debe dictaminar el empoderamiento de quien la sufrió y que 
basta que la ofendida no quiera el mecanismo alterno, para que se niegue. 


Se puede compartir o no la postura asumida, pero debe coincidirse 
en lo positivo del esfuerzo argumentativo tendiente a concretizar el derecho 
de todos, a una vida libre de violencia. 


Para el último paper, se expone la necesidad de que el fiscal 
materialmente cumpla con su obligación de preparar su teoría del caso, 
ya que así se logra la eficacia en el tiempo de las audiencias; pues la no 
preparación, se traduce falta de síntesis e intervenciones largas. 


Los jueces guían el camino y ante las diatribas sostenidas con 
argumentos del pasado — todo procesado debe estar en prisión preventiva 
—, — se protege a los delincuentes -, - se deben limitar garantías a fin de ser 
eficaz para combatir la delincuencia — etc, etc., se puede contestar como lo 
hizo un ciudadano alemán cuando, al pretender ser intimidado con quitarle 
su propiedad, respondió: - Aun hay jueces en Berlín. 


Y - aún hay jueces en Guanajuato -. 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñon Cano 


Titular de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 
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Criterios del sistema 
procesal penal - 


Guanajuatense 


Afindefacilitarla consulta en materia procesal 
penal se compilan, en una sola fuente, todos 
los criterios jurídicos previamente pulso d 
y que se encontraban dispersos. 


Abarcan desde el inicio del sistema 
hasta la fecha e incluyen conclusiones de 
conversatorios, resoluciones de primera 
instancia, tesis de segunda instancia y 
jurisprudencias locales. 


El orden de exposición inicia consuna 
gráfica de 3 columnas donde*'constan,.-los 
artículos que se interpretaron, seguido de la 
voz del criterio y concluyentdlo con los datos 
de su ubicación. 


Finalmente, en lo que hace a esta 
sección, se anota el+texto- íntegro de los 
criterios jurídicos. 
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Criterios de la ley del proceso penal 


Artículo 


IA 


Noveno 
transitorio 
ER 


Noveno 
transitorio 
Bb 


17, 36, 37, 
38, 39 y 
46, LPP 


16 CPEUM 
y 235 LPP 


Voz 


Orden de aprehensión. Su procedencia no se 
encuentra condicionada a que el agente de 
ministerio público provea el trámite de mediación 
y conciliación durante la averiguación previa o la 
investigación preliminar. 


Adecuada interpretación del artículo noveno 
transitorio de la ley del proceso penal. 


Conflicto de competencia entre jueces penales 
de partido que ejercen jurisdicción en distintas 
regiones, surgido por la aplicación del artículo 
noveno transitorio de la ley del proceso penal. 


Actos de investigación. el ministerio público no 
está obligado a citar al inculpado y su defensor al 
recaudo de los datos de prueba durante la etapa de 
investigación, salvo disposición expresa de la ley. 


Diligencia de cateo. carece de validez si los testigos 
que se mencionan en el acta relativa son testigos de 
hechos y no testigos instrumentales. 


Tipo de criterio 


Jurisprudencia por 
contradicción de tesis 
ministerio número 1/2013 
entre las sustentadas por 
la Tercera y Sexta Salas 
Penal. 


Contradicción de Tesis 
2/2013 entre 
las sustentadas por la 
Primera, Quinta y Novena 
Salas en relación Tercera, 


número 


Séptima y Décima Salas 
Penales. 


Contradicción de Tesis 
número 3/2013 entre 
las sustentadas por la 
Segunda y la Sexta Salas 
Penales. 


Contradicción de Tesis 
2/2016-CT entre las 
sustentadas por la Novena 
y la Sexta Salas Penales. 


Resolución de Tribunal 
de Enjuiciamiento, base 
San José Iturbide, sede 
San Miguel de Allende, 
Región I del Estado de 


Guanajuato. Causa 
penal 1P3214-87. Jueces: 
licenciado Eduardo 
Villagómez Amézquita 


en calidad de presidente, 
licenciada Mónica Edith 
Olmos Ortega, primera 
relatora y licenciada Ma. 
Martha López Vargas, 
segunda relatora. 
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Artículo Voz Tipo de criterio 
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Criterios del código nacional de 
procedimientos penales penal 


Artículo 


Artículo 20, 
apartado B, 
inciso IV, 
CPEUM 


20 CPEUM 
y 4CNPP 


Artículo 27 
CNPP 


Art. 56 
del CNPP 


Art. 141 del 
CNPP 


Voz 


Exclusión de medios de prueba. 


No basta que las partes den por reproducida su 
oferta probatoria previamente presentada por 
escrito, sino que deben argumentarla oralmente. 


Improcedencia de la incompetencia por 
declinatoria en términos del artículo 27 del código 
nacional de procedimientos penales entre las sedes 
de Valle de Santiago y Salamanca, por pertenecer 
ambas al juzgado de oralidad de la segunda región. 
amén de que los jueces que operan el sistema 


La presencia del acusado enla audiencia intermedia 
es un requisito de validez de la actuación, mas 
puede renunciar a estar presente. 


Orden de aprehensión emitida en atención a lo 
dispuesto por el artículo 141 del código nacional 
de procedimientos penales en relación a los casos 
en los que el imputado resista o evada la orden de 
comparecencia judicial y el delito que se le impute 
merezca pena privativa de la libertad; innecesario 
resulta entrar nuevamente al estudio de los 
requisitos consistentes en establecer si los datos 
de prueba que obran en la investigación inicial 
revelan razonablemente un hecho que la ley señale 
como delito así como la probable intervención 
del imputado, si es que al emitir la orden de 
comparecencia ya se constataron. 


Tipo de criterio 


Magistrado 
Valadez Reyes. 


Miguel 


Jueces de oralidad penal. 
Conversatorio. 


Jueces de oralidad penal. 
Conversatorio 


Jueces de oralidad penal. 
Conversatorio. 


Resolución de Primera 
Instancia Penal. Causa 
penal 1P2717-348. Jueza 
Mtra. Gloria Esther 
Hernández Valtierra. 
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Art. 17 de la 
CPEUM; 
10 de la 
LGV; y, 

187 al 189 
del CNPP. 


Art. 17 de 
la CPEUM,; 
10 de la 
EVA 
186 a 190 
CNPP. 


Art, 190 
del CNPP. 


Arts. 192 
y 195 
del CNPP. 


Art. 202 del 
(CNBP: 


Art. 202 del 
CNPP 


Arts. 251, 
frac. VIII, 
22 
frac. V, del 
CNPP. 
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No procede suspender la causa 
cumplimiento del 


cumplimiento diferido, en los supuestos de que no 


para el 
acuerdo  reparatorio de 


extinga la acción penal. 


Solo en los acuerdos restaurativos que extinguen la 
acción penal, procede suspensión del proceso para 
su realización y cumplimiento en plazo diferido. 
para efectos procesales los convenios de justicia 
restaurativa, según se desprende de los 


El ofendido, en un acuerdo restaurativo, puede 
renunciar al monto total de la reparación del daño. 


Suspensión condicional del proceso en delitos de 
violencia familiar. es necesario que se garantice 
la igualdad de partes para participar en esta salida 
alterna. 


Es improcedente admitir el procedimiento 
abreviado después de pronunciado el auto de 


apertura a juicio oral. 


Se refuerzan argumentos en el sentido de que el 
procedimiento abreviado exclusivamente procede 
antes del auto de apertura a juicio oral. 


Reconocimiento. si se hace por fotografía y el 
reconocido se encuentra presente, es conculcatorio 
de garantías fundamentales. 


Jueces oralidad penal. 
Conversatorio. 
Jueces oralidad penal. 
Conversatorio. 
Jueces oralidad penal. 
Conversatorio. 
Jueces oralidad penal. 
Conversatorio. 
Jueces oralidad penal. 
Conversatorio. 
Magistrados penales 


y jueces federales del 


Decimosexto No de 


registro por Circuito. 
Conversatorio. 
Resolución de segunda 


instancia penal. Décima 
sala penal. Toca: 45/2019- 
O. Magistrado Miguel 
Valadez Reyes. 


Art. 282 
del 
CNPP. 


Art. 283, 
frac Í, 
del CNPP. 


Art. 303 
del 
(INDRA 


Art. 316 
del CNPP. 


Art. 327 
frac. II del 
CNPP. 


Art. 337 
del 
EINBE: 


Art. 327 
frac. II del 
CNPP. 
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No es causal válida para negar el cateo por 
narcomenudeo, el desconocimiento de la cantidad 
de droga que se pretende localizar, si previamente 
se admitió la competencia. 


Debe estudiarse la competencia al resolver la 
petición de orden de cateo. 


juzgado de control del fuero 
correspondiente” contenido en el artículo 303 


afrase 


del código nacional de procedimientos penales se 
refiere al juez de control federal. 


Auto de vinculación a proceso. es violatorio del 
principio acusatorio y la naturaleza contradictoria 
de la contienda, el que el juez de control reclasifique 
por un delito más grave a aquel que solicitó el 
ministerio público sin oportunidad de debate sobre 
ello. 


La causal de sobreseimiento por inocencia del 
imputado, prevista en el artículo 327 fracción III 
del código nacional de procedimientos penales, 
exige destrucción del andamiaje probatorio que 
lo acusa y no solo contradicción de información 
probatoria. 


La defensa solo está obligada a descubrir los 
medios de prueba que desee llevar a juicio. 


La causal de sobreseimiento por inocencia del 
imputado, prevista en el artículo 327 fracción II 
del código nacional de procedimientos penales, 
exige destrucción del andamiaje probatorio que 
lo acusa y mo solo contradicción de información 
probatoria. 


Jueces oralidad penal. 


Conversatorio. 


Jueces 


Conversatorio. 


oralidad penal. 


Jueces oralidad penal. 


Jonversatorio. 


Resolución de segunda 
instancia penal. Primera 
sala penal. Toca: 
13/2019-0. Magistrado 
Víctor Federico Pérez 
Hernández. 


Resolución de 1? instancia 
oralidad penal. Juzgado 
de oralidad penal. Causas: 
1P2018-1516 y 1P2019- 
665. Juez Mtra. Nashiely 
Berenice Araiza García. 


Jueces oralidad penal. 
Conversatorio. 


Resolución de 1? instancia 
oralidad penal. Juzgado 
de oralidad penal. Causas: 
1P2018-1516 y 1P2019- 
665. Juez Mtra. Nashiely 
Berenice Araiza García. 
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Gaceta Judi 


Art. 337 
del 
(INBBs 


Artículo 
340, 
frac. Id 
el CNPP. 


Art. 346 
del CNPP. 


Art. 347, 
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La defensa solo está obligada a descubrir los 
medios de prueba que desee llevar a juicio. 


El acusado y su defensor exclusivamente pueden 
ofrecer pruebas ordinarias en la fase escrita de la 
etapa intermedia. 


El juez de control debe excluir pruebas en la 
audiencia intermedia únicamente cuando exista 
debate por las partes y en supuestos de excepción 
legal. 


No debe anotarse el objeto del medio de prueba en 


fracs V y VI el auto de apertura a juicio oral. 


del CNPP. 


Jueces oralidad 
Conversatorio. 


Jueces oralidad 
Conversatorio. 


Jueces oralidad 
Conversatorio. 


Jueces oralidad 
Conversatorio. 


penal. 


penal. 


penal. 


penal. 
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Texto íntegro de las jurisprudencias locales, tesis de 
segunda instancia, criterios de primera instancia y 
conclusiones de conversatorio 


iligencia de cateo. Carece de validez si los testigos que se 
mencionan en el acta relativa son testigos de hechos y no testigos 
instrumentales. 


Conforme al precepto 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y el 235 de la Ley del Proceso Penal para el Estado 
de Guanajuato, entre otros requisitos para la realización del cateo se exige 
que la diligencia se entienda con cualquiera de las personas siguientes, en 
el orden que a continuación se precisa: 1) con quien habite el sitio objeto 
de la actuación, 2) con quien esté ocupando el lugar, 3) con el encargado 
del inmueble o, 4) con cualquier persona mayor de edad que se halle en 
el lugar. Dichos sujetos serán requeridos por el Ministerio Público para 
que designen su vez a dos personas, las cuales deben ser capaces, para 
que funjan como testigos del cateo. Ahora bien, si los requeridos no 
hacen designación de testigos o no se encontró a nadie en el domicilio, el 
Agente del Ministerio Público tiene el imperativo de nombrar a esos dos 
testigos que fueren capaces y que no sean de los elementos de policía que 
participaran materialmente en el desahogo del cateo. En ese entendido, si 
los testigos que se mencionan en el acta del cateo no fueron designados para 
vigilar y constatar que la diligencia de cateo se llevara a cabo sin abusos por 
parte de la autoridad y que el acta correspondiera a la realidad, sino que su 
intervención fue para guiar la búsqueda de indicios en el inmueble cateado, 
con ello se incumple con los requerimientos de los dispositivos invocados, en 
franca violación a los derechos humanos del justiciable y, en consecuencia, 
en términos del último párrafo del precepto 235 de la citada ley adjetiva 
de la materia, deviene nula la diligencia de cateo practicada durante la 
investigación preliminar. Resolución de Tribunal de Enjuiciamiento, Causa 
penal 1P3214-87. Jueces: licenciado Eduardo Villagómez Amézquita en 
calidad de presidente, licenciada Mónica Edith Olmos Ortega, primera 
relatora y licenciada Ma. Martha López Vargas, segunda relatora. 
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dispuesto por el artículo 141 del código nacional de 

procedimientos penales en relación a los casos en los que 
el imputado resista o evada la orden de comparecencia judicial 
y el delito que se le impute merezca pena privativa de la libertad; 
innecesario resulta entrar nuevamente al estudio de los requisitos 
consistentes en establecer si los datos de prueba que obran en la 
investigación inicial revelan razonablemente un hecho que la ley 
señale como delito así como la probable intervención del imputado, 
si es que al emitir la orden de comparecencia ya se constataron. 


O rden de aprehensión emitida en atención a lo 


El artículo 141 del código nacional de procedimientos penales, prevé 
los casos en los cuales resulta procedente una orden de aprehensión en 
diferentes hipótesis, uno de ellos lo es el que, habiendo sido emitida una 
orden de comparecencia, el imputado la haya evadido o resistido; por 
lo que atendiendo a que el artículo 142 de ese mismo ordenamiento, 
establece que para girar una orden de aprehensión o comparecencia el 
que la solicite hará una relación de los hechos atribuidos al imputado, 
sustentada en forma precisa en los registros correspondientes y se 
expondrán las razones por las que considera que se actualizaron las 
exigencias señaladas en el artículo precedente, es decir que obran en 
la carpeta de investigación datos que establezcan que se ha cometido ese 
hecho y exista la probabilidad de que el imputado lo haya cometido o 
participado en su comisión; se concluye que ya sea para emitir la orden 
de comparecencia o, en su momento, la de aprehensión, se exigen los 
mismos requisitos, por ende, si se analizaron éstos al emitir la primera, 
innecesario resulta que el juez pida que para emitir la consecuente orden 
de aprehensión en el supuesto ya señalado, el Ministerio Público deba 
justificarlos nuevamente, pues en este caso solo se analizará la necesidad 
de la orden de aprehensión, que lo será el de decidir si la razón por la 
cual no se pudo dar cumplimiento a la orden de comparecencia se debió 
a que el imputado se resistió O la evadió, dado que la apariencia del 
buen derecho, se considera constatado con oportunidad de la emisión 
de la orden de comparecencia que, se entiende, le precedió. Resolución 
de Primera Instancia Penal. Causa penal 1P2717-348. Jueza Mtra. Gloria 
Esther Hernández Valtierra. 
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acausal desobreseimiento porinocencia delimputado, prevista en 
L el artículo 327 fracción MI del código nacional de procedimientos 

penales, exige destrucción del andamiaje probatorio que lo 
acusa y no solo contradicción de información probatoria. 


La causal de sobreseimiento prevista en el numeral 327 fracción II del 
código nacional de procedimientos penales exige la existencia de datos 
destructores de la acusación, no solo que la contradigan. Es decir, los 
datos de prueba que aporta la defensa en audiencia, con el propósito de 
justificar la hipótesis de sobreseimiento por inocencia del imputado, no 
es suficiente con que se ponga en tela de juicio la información probatoria 
que sostuvo la vinculación a proceso, pues solo se confrontan datos de 
prueba de cargo versus de descargo, contrario a ello implica una necesaria 
valorización que el juez de control no puede realizar en esa fase procesal, 
toda vez que dicha facultad está limitada al tribunal de enjuiciamiento en 
su resolución final. Resolución de 1* instancia oralidad penal. Juzgado de 
oralidad penal. Causas: 1P2018-1516 y 1P2019-665. Juez Mtra. Nashiely 
Berenice Araiza García. 


rden de aprehensión. su procedencia no se encuentra 
O condicionada a que el agente de ministerio público provea el 

trámite de mediación y conciliación durante la averiguación 
previa o la investigación preliminar. 


Del análisis de los artículos 16 dieciséis de la Constitución Política 
de los Estados Unidos mexicanos, 6 seis de la constitución Política para el 
Estado de Guanajuato, 125 ciento veinticinco, 158 ciento cincuenta y ocho 
y 184 ciento ochenta cuatro del Código de Procedimientos Penales para el 
Estado de Guanajuato y 271 doscientos setenta y uno de la Ley del Proceso 
Penal para el mismo Estado, se desprende que los requisitos necesarios 
para la procedencia de una orden de aprehensión son: 1.- Que preceda 
denuncia o querella de un hecho que la ley señale como delito; 2.- Que el 
hecho señalado como delito por la ley, sea sancionado con pena privativa 
de libertad; 3.- Que obren datos que establezcan que se ha cometido ese 
hecho; 4.- Que exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o 
participó en su comisión. De lo anterior se sigue que los ordenamientos 
constitucionales y legales citados, no exigen para el dictado de una orden 
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de aprehensión el que el Ministerio Público provea la tramitación del 
procedimiento de mediación y conciliación a que se refieren los artículos 
3 tres fracción VIII del Código de Procedimientos Penales y 161 ciento 
sesenta y uno fracción II segunda de la Ley del Proceso Penal. Además, 
por su propia naturaleza, con los mecanismos alternos de solución de 
controversias como son la mediación y la conciliación, se pretende 
evitar decisiones judiciales meramente punitivas y que no abonen a la 
obtención de resultados restaurativos; sin embargo, la no tramitación de 
ese mecanismo alterno, no constituye un obstáculo para el ejercicio de la 
acción penal correspondiente. Aprobada en sesión del Pleno del Supremo 
Tribunal de Justicia del Estado, celebrada el día 05 de junio de 2013 por 
unanimidad de votos. Magistrado Ponente Eduardo Hernández Barrón. 
Contradicción de Tesis número 1/2013 entre las sustentadas por la Tercera 
y Sexta Salas Penal. 


decuada interpretación del artículo noveno transitorio de la ley 
del proceso penal. 


Si el Ministerio Público integra una averiguación previa y no 
una carpeta de investigación, sobre hechos considerados como delito 
cometidos en una región donde rige el sistema oral acusatorio, ello no da 
la competencia al Juez de Partido en materia Penal, ante el ejercicio de la 
acción penal, en razón de que no engasta en los supuestos previstos en el 
artículo 9% noveno transitorio de dicha Ley. Aprobada en sesión del Pleno 
del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, celebrada el día 15 de enero de 
2014 por unanimidad de votos. Magistrado Ponente José Luis Hernández 
Manzo. Contradicción de Tesis número 2/2013 entre las sustentadas por la 
Primera, Quinta y Novena Salas en relación Tercera, Séptima y Décima 
Salas Penales. 


ejercen jurisdicción en distintas regiones, surgido por la 
aplicación del artículo noveno transitorio de la ley del proceso 


penal. 
Conforme al contenido del artículo Noveno transitorio de la Ley 
del Proceso Penal, las normas procesales aplicables para la resolución 


C onflicto de competencia entre jueces penales de partido que 


NNF 
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de un hecho delictuoso serán aquellas con las que se haya iniciado la 
investigación de ese hecho, no obstante que por razón de competencia 
correspondiera a otra región cuyo sistema procesal sea diferente. Lo 
anterior permite la aplicación del Código de Procedimientos Penales 
respecto de un hecho cometido en una región en la que ya tiene vigencia la 
Ley del Proceso penal, ello siempre que el procedimiento, haya iniciado 
en una región con reglas del procedimiento propias del sistema mixto o 
tradicional. Para definir la competencia del juzgador que deba conocer 
del hecho en concreto, en congruencia, deberá atenderse al contenido 
del artículo 7 del mismo Código de Procedimientos Penales y fijarla en 
favor del Juez Penal de Partido del lugar en el que se cometió el citado 
hecho; ello sin perjuicio de que, en forma preventiva, pueda conocer 
el juez penal del partido judicial en el que se inició el procedimiento, 
sólo para resolver las actuaciones que no ameriten demora y ordenar, 
de inmediato, la remisión del asunto al Juzgador que resulta competente 
por razón del territorio para que éste continúe con el conocimiento del 
mismo. Aprobada en sesión del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia 
del Estado, celebrada el día 19 de marzo de 2014 por unanimidad de 
votos. Ponente Licenciado Plácido Álvarez Cárdenas Magistrado de 
la Novena Sala Penal. Contradicción de Tesis número 3/2013 entre las 
sustentadas por la Segunda y la Sexta Salas Penales. 


a citar al inculpado y su defensor al recaudo de los datos de 
prueba durante la etapa de investigación, salvo disposición 
expresa de la ley. 


A ctos de investigación. el Ministerio Público no está obligado 


Si bien la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 
la Ley del Proceso Penal para el Estado de Guanajuato establecen que el 
inculpado y su defensor pueden intervenir en diversas diligencias durante 
la etapa de investigación, el Ministerio Público no está obligado a citarlos, 
salvo disposición expresa de la Ley, empero si voluntariamente se 
presentan habrá de dárseles la intervención que legalmente corresponda. 
Aprobada en sesión del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado, celebrada el día 26 de octubre de 2016 por unanimidad de votos. 
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Ponente Licenciado Héctor Tinajero Muñoz Magistrado de la Cuarta 
Sala Penal. Contradicción de Tesis 2/2016-CT entre las sustentadas por la 
Novena y la Sexta Salas Penales. 


acusatorio y la naturaleza contradictoria de la contienda, 

el que el juez de control reclasifique por un delito más 
grave a aquel que solicitó el Ministerio Público sin 
oportunidad de debate sobre ello. 


A uto de vinculación a proceso. es violatorio del principio 


Si bien el artículo 316 del código nacional de procedimientos penales 
establece los requisitos que se deben reunir para la emisión de un auto de 
vinculación a proceso y prevé la posibilidad de reclasificación, al señalar 
que el mismo debe dictarse por el hecho o hechos que fueron motivo de 
la imputación, pudiendo el juez de control, otorgarles una clasificación 
jurídica distinta a la asignada por el Ministerio Público, dicha facultad 
de reclasificación no puede ser ilimitada, pues se encuentra acotada por 
los principios rectores del proceso penal, como lo son el acusatorio, de 
contradicción y defensa técnica, de tal suerte que si en la causa penal, 
el Ministerio Público tan sólo solicitó vinculación a proceso por hechos 
previstos en la ley como delito de lesiones que pusieron en peligro la vida, 
no así, por la calificativa de ventaja que el juez de control asumió tener 
por demostrada en su vinculación a proceso, sin darle oportunidad a la 
contraria de ejercer el contradictorio, ello, al haber agravado la situación 
jurídica en que quedaron los imputados, viola el principio acusatorio, y 
la naturaleza contradictoria de la contienda, así como el derecho a una 
defensa técnica. Resolución de segunda instancia penal. Primera Sala 
Penal. Toca: 13/2019-0. Magistrado Víctor Federico Pérez Hernández. 


econocimiento. si se hace por fotografía y el reconocido 
se encuentra presente, es conculcatorio de garantías 
fundamentales. 


Hay una razón de índole jurídica, de nivel constitucional, que 
impediría asumir la entrevista de C.B.R. como dato de prueba para sobre 


INT 
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él fincar la probabilidad de que J.L.C.M. fuera precisamente el individuo 
al que se refiere como el autor de los mortales disparos y que consiste 
en haberla llevado a realizar un reconocimiento no respecto de persona, 
sino de fotografías, lo que contravino los imperativos contenidos en los 
artículos 251, fracción VIII y 252, fracción V, del código nacional de 
procedimientos penales y, por ende, se conculcó el debido proceso que 
como derecho fundamental consagra el artículo 17 de la Constitución 
General de la República. 


Ciertamente, estando el imputado J.L.C.M. detenido a disposición 
del Ministerio Público en una carpeta de investigación diversa a lo que 
dio pábulo a la imputación del hecho señalado en la ley como delito de 
homicidio, motivo de la resolución apelada, se le cuestionó respecto 
a si otorgaba anuencia para participar, con otras personas, en acto de 
investigación relativo a reconocimiento, habiéndose rehusado, por lo 
que quien conducía la concerniente al fallo aquí impugnado, acudió a 
juez de control para recabar autorización a efecto de que se realizara 
reconocimiento, pero no de persona, sino de fotografías, en el que fungió 
como reconocente la testigo C.B.R., la que sin género de dudas señaló 
en la relativa a J.L.C.M., al motociclista que había visto disparar varias 
veces sobre el pasivo, con el mortal resultado habido. 


Ese modo de proceder constituyó un grave yerro de la fiscalía, 
porque el cuadro que se le presentaba hacía observables los imperativos 
contenidos en los artículos 251, fracción VII y 252, fracción V, del código 
nacional de procedimientos penales. la primera de tales disposiciones 
señala que no requieren autorización del juez de control determinados 
actos de investigación, entre ellos, el reconocimiento de personas, pero el 
señalado en segundo orden previene la posibilidad de que el que vaya a 
ser objeto de ese reconocimiento se niegue a participar en él, por lo que 
entonces se requerirá autorización previa del Juez, señalando de manera 
expresa que incluso coercitivamente se realizará el reconocimiento 
cuando aquél se niegue a ser examinado. Esas prescripciones legales 
presuponen la presencia de quien va a ser sometido al reconocimiento, lo 
que es obvio, porque sólo sobre tal condición puede llevarse a cabo; si no 
se está en ese supuesto, cabe entonces que se practique el reconocimiento 
fotográfico, según así lo indica el numeral 279 del Ordenamiento Adjetivo 
previamente invocado. 
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Si en el caso, por lo ya dicho, el imputado J.L.C.M. tan estaba 
físicamente a mano que incluso se negó a ser objeto de reconocimiento, 
es incontestable que la autorización que habría de solicitarse del Órgano 
Jurisdiccional era para que se le obligara a someterse a dicho acto de 
investigación y no así para que se autorizara un reconocimiento por 
fotografías, que fue lo que incorrectamente se hizo, por lo que es obvio 
que lo que así se obtuvo carece de validez, por violentar preceptuaciones 
que regían la situación procesal en el caso. Resolución de segunda 
instancia penal. Décima sala penal. Toca: 45/2019-O. Magistrado Miguel 
Valadez Reyes. 


estigos. la facultad de abstención establecida en el artículo 

304 de la ley del proceso penal en favor de los parientes por 

afinidad hasta el segundo grado del imputado, comprende 
también a quienes guarden una relación análoga por motivo del 
concubinato. 


El artículo 304 de la Ley del Proceso Penal establece que podrán 
abstenerse de declarar como testigos, entre otros supuestos, los parientes 
del inculpado por afinidad hasta el segundo grado, respecto de lo cual 
deberán ser informados antes de que rindan testimonio a fin de que 
estén en posibilidad de decidir si ejercen o no esa facultad de abstención. 
Tomando en consideración que dicha excepción se estableció por el 
legislador a fin de salvaguardar los intereses derivados de las relaciones 
personales de tal naturaleza, como lo son la lealtad, confianza y 
solidaridad, los cuales también se encuentran presentes en las relaciones 
personales análogas en las familias surgidas en uniones de hecho, como es 
el caso del concubinato, tal excepción debe otorgarse asimismo a quienes 
se encuentren en este último supuesto, en apego al Derecho de Igualdad 
consagrado en el artículo 1” de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. Aprobada por mayoría de votos en sesión de Pleno del 
Supremo Tribunal de Justicia del Estado, celebrada el día 14 de Junio de 
2017. Magistrado Ponente Alfonso E. Fragoso Gutiérrez. Contradicción 
de Tesis 1/2017-CT entre las sustentadas por la Segunda y Tercera Salas 
Colegiadas de Casación. 
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o es causal válida para negar el cateo por narcomenudeo, 
el desconocimiento de la cantidad de droga que se pretende 
localizar, si previamente se admitió la competencia. 


En estricta aplicación del artículo 282 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, para la procedencia de un cateo que busca 
droga, no es dable exigir al Ministerio Público que precise la cantidad 
del narcótico que espera encontrar, pues difícilmente se tendrá esa 
información y precisamente el cateo se usa como técnica de investigación 
delincuencial. Por lo que superado el examen de competencia, si el juez 
tiene facultades para ordenar el cateo y se ha cumplido con los demás 
requisitos, basta que se precise genéricamente que se pretende encontrar 
narcóticos para que pueda disponerse el cateo. Así las cosas, no es 
argumento válido del juez, que previamente al admitir la competencia 
por narcomenudeo, niegue el cateo aduciendo que no se precisó tipo de 
droga, ni cantidad que se espera localizar, al ser justamente una técnica 
de investigación que pretende descubrir hechos. Jueces oralidad penal. 
Conversatorio. 


ebe estudiarse la competencia al resolver la petición de orden 
de cateo. 


Una regla constitucional de los actos de molestia, como lo es el 
cateo, es que solo puede ser ordenado por la autoridad competente. De 
ahí que el artículo 283, fracción I del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, establece como uno de los requisitos de la resolución que ordena 
el cateo, precisamente la identificación del juez que dispuso el cateo, 
lógicamente ha de ser el competente. Se requiere que a fin de cumplir 
con la regla constitucional, el juez de control del fuero común, al analizar 
una solicitud de cateo, analice la competencia, debiéndose precisar que 
por el delito de narcomenudeo que si bien es concurrente federal y local, 
el último solo puede conocer, acorde al artículo 474 de la Ley General 
de Salud, una vez que el Ministerio Público Federal expresamente haya 
manifestado que no se trata de un asunto de delincuencia organizada. 
Jueces oralidad penal. Conversatorio. 
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a frase “juzgado de control del fuero correspondiente” 
L contenido en el artículo 303 del código nacional de 
procedimientos penales se refiere al juez de control federal. 


La geolocalización en tiempo real es una invasión a la vida 
privada, a un aspecto de las comunicaciones personales, que solo 
en ciertos casos y cumpliendo ciertos requisitos puede ordenarse 
exclusivamente por parte de un juez federal al contenerse una expresa 
reserva de dicha competencia en el artículo 16 de la Constitución Política 
Federal Mexicana. La polémica resulta en cuanto que el artículo 303 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales precisa que la localización 
en tiempo real, la deberá ordenar un juez competente. Polémica que se 
solventa con argumentación sistemática de donde se desprende que si la 
intromisión a la vida privada es competencia reservada a la Federación, 
la localización en tiempo real, al ser una comunicación privada, también 
debe decretarla la autoridad jurisdiccional federal. Por ello, la acepción 
“juzgado de control del fuero correspondiente” contenido en artículo 303 
del Código Nacional Procesal en Materia Penal se refiere al federal, no al 
del fuero común. Jueces oralidad penal. Conversatorio. 


s improcedente admitir el procedimiento abreviado después de 
pronunciado el auto de apertura a juicio oral. 


La interpretación que resiste en el ordinal 202 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales, es la gramatical restrictiva, por lo que hay 
un límite para admitir el procedimiento abreviado hasta antes del auto de 
apertura a juicio oral. Efectivamente, el dispositivo invocado literalmente 
sostiene la procedencia del mecanismo de aceleración, después del auto 
de vinculación a proceso pero antes de la emisión del auto de apertura a 
juicio oral. Límite temporal que indica el momento en que surge a la vida 
jurídica el derecho y en el que se extingue la posibilidad de solicitarlo, 
sin que se deba adoptar antes de que exista el derecho, ni después cuando 
ya precluyó la facultad. No hay argumento válido para derrumbar la 
presunción de constitucionalidad del citado precepto 202 Adjetivo Penal 
que reconoce la institución jurídica del procedimiento abreviado, da un 
margen temporal para su ejercicio y encorseta el tiempo en que puede 
hacerse valer. Una postura en contrario, admitir que es procedente el 
abreviado en cualquier tiempo después de dictado el auto de apertura 
a juicio oral o prolongando su margen temporal de procedencia hasta 
antes de los alegatos de apertura, implica una franca dispraxis creadora 
de inseguridad jurídica, ya que materialmente implica la inaplicación de 
ley y, en el segundo supuesto indicado, “legisla” creando una norma de 
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reemplazo limitándolo hasta antes de los alegatos de apertura. Por ende, 
no se sostiene la práctica de admitir el procedimiento abreviado después 
de pronunciarse el auto de apertura a juicio oral; ni con un argumento 
proforma, ni por control difuso de derechos humanos. No cabe la 
interpretación proforma ya que el referido límite a la procedencia del 
abreviado sencillamente está en sintonía con la Constitución. El artículo 
20,aparatado A, fracción VII de la Carta Magna Federal mexicana dispone 
que el trámite de conclusión anticipada del proceso (abreviado) sea en los 
supuestos y bajo las modalidades que determine la ley. Mientras que el 
ordinal 202 del Código Procedimental Nacional dispone que procede hasta 
antes del auto de apertura a juicio oral. Tampoco se sostiene el argumento 
de que el dispositivo en análisis debe inaplicarse por control difuso de 
convencionalidad ya que no está en polémica la afectación de derechos 
de alguna de las partes, quienes pueden optar por el abreviado dentro 
del plazo legalmente establecido. Ni puede sostenerse que la postura de 
adoptar el abreviado en el juicio oral es coherente con el cartabón 17 de 
la Constitución Política General que faculta suprimir formalidades con el 
propósito de concluir procesos; pues la preclusión no es una formalidad. 


La preclusión es trascendente en un proceso al marcar etapas y prohibir 
retornar a etapas previas marcando el inicio y fin del ejercicio de los 
derechos, los que no pueden ejercitarse de cualquier forma y en cualquier 
tiempo. En suma, se sostiene la constitucionalidad del precepto 202 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, por lo que no debe admitirse 
y sí prohibirse, el abreviado después de pronunciado el auto de apertura a 
juicio oral. Jueces oralidad penal. Conversatorio. 


D | o debe anotarse el objeto del medio de prueba en el auto de 
apertura a juicio oral. 


La única exigencia legal en el auto de apertura 
a juicio oral, en relación a los medios de prueba 
admitidos, acorde al artículo 347, fracciones V y VI del Código Nacional 
de Procedimientos Penales, es que se precisen los admitidos que 
tengan la pretensión de acreditar el injusto culpable como los relativos 
a la individualización de las sanciones y reparación del daño. No hay 
exigencia legal para precisar el objeto de la prueba y el así hacerlo es 
además inconveniente, primero porque implica un acto contaminante al 
tribunal de enjuiciamiento, toda vez que el conocimiento de los hechos 


o 
he 
o 
E 
17] 
Lu 
= 
DU 
D 
= 
da 
¡2 
= 
= 
= 
pa 
ET 
he 
o 
[1 
o 
:S 
E 
3 
= 
3 
Lx 
3 
Es] 
3 
(o) 


[=) 
n=) 
142) 
g 
uu 
1] 
= 
[0 
ue) 
ds 
E 
Pa 
n=) 
e) 
E 
1] 
[0 
n=) 
o 
[% 
e 
K] 
2 
Lo] 
>] 
3 
la] 
S 
[7 
o 
la] 
(o) 


Enero 2022 | Año IV | No. 1 


debe ser al momento de desahogo de las pruebas y no antes aunque 
solo implique una idea general de lo que se va a tratar la prueba, ya 
que consciente o inconscientemente se realiza un prejuzgamiento y es 
precisamente lo que pretende evitar la regla de prohibición señalada en 
el dispositivo 350 de la Legislación Nacional Adjetiva Penal. Otra causa 
de incompatibilidad, es que no hay restricción legal para que el debate 
en el juicio oral se limite a las razones consideradas en la admisión de la 
prueba. El debate será de lo que evidencien los medios de prueba y que no 
se aparten de los registros previos, como lo restringe el acápite 373 último 
párrafo de la Ley Instrumental Penal, de tal manera es un imperativo de 
las partes, no del órgano jurisdiccional. En resumen, no hay obligación 
legal de registrar en el auto de apertura, el objeto de los medios de prueba 
admitidos. Ni es conveniente, pues implica un acto contaminante para 
el tribunal de enjuiciamiento además de que la regla de no apartarse de 
la información vertida en los registros previos corresponde a las partes. 
Jueces oralidad penal. Conversatorio. 


o basta que las partes den por reproducida su oferta 
| N probatoria previamente presentada por escrito, sino que deben 
argumentarla oralmente. 


Una de las características nucleares del sistema de enjuiciamiento 
penal mexicano es la oralidad, consagrada en los artículos 20 de la 
Constitución Política Federal mexicana y 4 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, por lo que la joya procesal es la audiencia en 
la que las partes deben exponer de viva voz sus pretensiones. Otro pilar 
del sistema, fincado en el artículo 5 del Código Nacional aludido, es el 
principio de publicidad, por el que, la regla general, es que la sociedad 
pueda enterarse de todo lo que se ventila en el proceso penal. Pues bien, 
por la oralidad y la publicidad, no es válido que las partes se limiten a 
ratificar su oferta probatoria hecha por escrito, pues implica un frontal 
desacato a los mencionados principios, máxime si el arábigo 344 del 
Código Adjetivo Nacional, dispone literalmente que en el desarrollo 
de la audiencia intermedia las partes tienen la carga de realizar sus 
respectivas exposiciones sobre la acusación, incidencias, excepciones 
procesales, acuerdos probatorios y medios de prueba. De igual manera la 


ANT 
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sola “ratificación de lo escrito” afecta la publicidad en la que la sociedad, 
representada en el momento de la audiencia por el público presente, 
llanamente desconoce la materia del debate y las razones de las partes que 
el juez consideró para emitir su resolución de apertura. Jueces oralidad 
penal. Conversatorio. 


| juez de control debe excluir pruebas en la audiencia intermedia 
únicamente cuando exista debate por las partes y en supuestos 
de excepción legal. 


Una de las características del sistema procesal mexicano es el 
de ser de corte rogado, lo que implica, como regla general que el juez 
solo debe atender a los planteamientos de las partes, salvo casos de 
excepción legal y por respeto a derechos humanos. Esta regla aplicada 
en la audiencia intermedia involucra que el juez de control solo puede 
rechazar pruebas en 2 supuestos: cuando haya debate de las partes y 
alguna de ellas argumenta causa válida de exclusión probatoria y en los 
casos de excepción previstos en el artículo 346 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, caso de pruebas inútiles, ajenas a los hechos, 
que produzcan efectos dilatorios (por sobreabundancia, impertinencia 
O innecesaridad), ilícitas por violación a derechos fundamentales, nulas 
previamente declaradas, ilegales no saneadas, sobre la conducta de la 
víctima (en los casos de delitos contra la libertad y seguridad sexuales y 
el normal desarrollo psicosexual). Si las partes no refutan la admisión del 
medio de prueba que oferta su contraparte y no se trata de los supuestos de 
excepción, el juez de control llanamente los debe admitir. Jueces oralidad 
penal. Conversatorio. 


a defensa solo está obligada a descubrir los medios de prueba 
que desee llevar a juicio. 


El artículo 337 del Código Nacional de Procedimientos Penales 
relativo al descubrimiento probatorio, admite interpretación gramatical 
restrictiva, en el punto de que la defensa solo está obligada a descubrir 
los medios de prueba que pretenda llevar a juicio. Implica que la defensa 
puede reservarse u ocultar para sí, los medios de prueba que tenga y no 
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le favorezcan; a diferencia del Ministerio Público, quien sí debe mostrar 
todos los medios de prueba le favorezca o no. La explicación de las 
diferentes obligaciones procesales, obedece a que la fiscalía tiene la carga 
de la prueba de la culpabilidad y se rige por el principio de objetividad. 
Acorde al artículo 130 del Código Nacional Adjetivo Penal la carga 
de la prueba corresponde a la parte acusadora, de ahí que quien acusa, 
dígase Ministerio Público o acusador particular, tienen que demostrar 
el relato fáctico que sostiene. En tanto la defensa y su representado no 
tienen el imperativo de justificar ni abonar en favor de la afirmación 
de la representación social. Si la fiscalía no localizó todos los datos de 
prueba, implica una investigación incompleta y entonces se torna una 
circunstancia válidamente aprovechable por la contraparte. Mientras el 
deber de objetividad, establecido en el artículo 129 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales, impone al Ministerio Público realizar una 
investigación integral donde considere tanto los elementos de cargo 
como los de descargo, para asegurar los derechos de las partes y el debido 
proceso. Dicho deber de objetividad no lo tiene la defensa, que puede 
utilizar las deficiencias ministeriales a su favor. En suma, la defensa tiene 
el derecho a no descubrir medios de prueba que le perjudiquen y no vaya 
ofrecer como prueba, pues no tiene la carga de la acusación, ni tiene 
entre sus imperativos, el principio de objetividad. Jueces oralidad penal. 
Conversatorio. 


l ofendido, en un acuerdo restaurativo, puede renunciar al 
monto total de la reparación del daño. 


La aprobación de un acuerdo de justicia restaurativa, de 
conformidad con el artículo 190 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales constriñe al juez de control a revisar: 1. proporcionalidad de las 
obligaciones contraídas, 2. las condiciones de igualdad o empoderamiento 
de las partes y 3. inexistencia de intimidación, amenaza o coacción. 
Dentro de la proporcionalidad de las obligaciones contraídas, la parte 
ofendida, debidamente enterada y empoderada, puede renunciar a que se 
le pague el monto total de la reparación, coherente con el principio pacta 
sum servanda. Por lo que, en su caso, tratándose del deudor alimentario 
conociendo el quantum de lo que le corresponde por reparación del daño, 
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en ejercicio de su libre voluntad, puede renunciar al derecho que tiene 
consagrado en el cuarto párrafo del artículo 215 del Código Penal del 
Estado de Guanajuato. La referida norma sustantiva penal en relación 
al delito de incumplimiento de las obligaciones de asistencia familiar, 
establece un requisito para la procedencia del perdón. Mas jurídicamente, 
el perdón por el delito establecido en el ordinal 114 de la referida 
legislación punitiva, no es igual a la aceptación de disculpas que corona la 
cláusula restaurativa del acuerdo reparatorio que finca el dispositivo 29, 
fracción I de la Ley Nacional de Mecanismos Alternos. Entonces la parte 
ofendida, si es de su interés, debidamente informada y en condiciones 
de igualdad en la negociación, puede renunciar a que se le garanticen los 
alimentos futuros, aceptando las disculpas y el juez de control, cumplidos 
los demás requisitos legales, debe aprobar el convenio del facilitador. 
Jueces oralidad penal. Conversatorio. 


olo en los acuerdos restaurativos que extinguen la acción 
penal, procede suspensión del proceso para su realización y 


cumplimiento en plazo diferido. 


Para efectos procesales los convenios de justicia restaurativa, 
según se desprende de los artículos 17 de la Constitución Política Federal 
mexicana y 10 de la Ley Nacional de Víctimas, se clasifican en: acuerdos 
restaurativos que extinguen la acción penal y convenios de justicia 
restaurativa que solo extinguen la reparación del daño. Los acuerdos 
restaurativos que extinguen la acción penal tienen un trámite ad hoc, en el 
código nacional de procedimientos penales en los ordinales 186 a 190, que 
comprende: 1. invitación a participar. 2. aceptación acudir en aras de un 
arreglo, de alguna o ambas partes en conflicto. 3.suspensión procesal hasta 
30 días para remisión al facilitador, verificación de juntas restaurativas, 
elaboración de acuerdo y aprobación jurisdiccional o ministerial. 4. en su 
caso, suspensión para cumplimiento de convenio hasta por 1 año. Mientras 
los convenios de justicia restaurativa que no extinguen la acción penal, 
genéricamente están regulados en la constitución política federal, en la ley 
nacional de mecanismos alternos de solución de controversias y en la ley 
nacional de ejecución penitenciaria de donde se colige el siguiente tramite: 
1. invitación a participar. 2. aceptación acudir en aras de un arreglo de 
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alguna o ambas partes en conflicto. 3. remisión al facilitador por parte de 


la autoridad jurisdiccional ante la aceptación de la invitación de alguna de 
las partes o solicitud directa de alguna de las partes al facilitador llevando 
consigo la resolución de vinculación a proceso, 4. verificación de juntas 
restaurativas, 5. elaboración de acuerdo, 6. aprobación del cumplimiento 
del convenio por parte del Ministerio Público antes de la vinculación a 
proceso o el juez que en ese momento tenga la jurisdicción. Destacan 
como diferencias entre los trámites indicados que, en los casos en los que 
el convenio cumplido no extingue la acción penal, no hay suspensión, ni 
para llevar a cabo las juntas restaurativas, ni para el cumplimiento del 
convenio. Como tampoco hay aprobación jurisdiccional, ni ministerial del 
convenio, solo la hay del cumplimiento del mismo. Confirma lo anterior la 
interpretación sistemática del acápite 17 de la constitución política federal 
mexicana que precisa que la justicia restaurativa es un derecho humano 
para todos y en todos los casos. A lo que se suma que el dispositivo 202 de 
la ley nacional de ejecución penitenciaria regula el inicio de la audiencia 
de individualización de las consecuencias jurídicas y expone una porción 
del trámite para la conclusión de un convenio, literalmente indicando que 
la justicia restaurativa procede para todos los delitos. Luego el ordinal 35 
de la ley nacional de mecanismos alternos precisa los requisitos de los 
convenios penales y el 35 de la normatividad citada dispone la obligación 
de aprobar el cumplimiento del acuerdo restaurativo. Consiguientemente, 
en los casos que el acuerdo de justicia restaurativa no extinga la acción 
penal, es improcedente suspender el proceso por 30 días para verificación 
de convenio, ni por 1 año, para el cumplimiento diferido de dicho pacto. 
Jueces oralidad penal. Conversatorio. 


l acusado y su defensor exclusivamente pueden ofrecer pruebas 
ordinarias en la fase escrita de la etapa intermedia. 


La secuencia de las pruebas desde su nacimiento hasta su producción 
en el juiciooral implica: 1. la localización en la investigación, 2. el 
anuncio de la recopilación del antecedente de prueba en el descubrimiento 
probatorio, 3. la oferta de prueba en la fase escrita de la etapa intermedia y 
4.su material desahogo en la audiencia de debate del juicio oral. El Código 
Nacional de Procedimientos Penales en el artículo 340, fracción HI precisa, 
a diferencia de otras legislaciones del sistema acusatorio adversativo, que 
la policitación probatoria del acusado debe ser en la fase escrita de la etapa 
intermedia. Una consecuencia de lo anterior para la defensa y el acusado, 
es que su derecho esté precluido para ofrecer pruebas si lo pretenden 
hacer hasta la audiencia intermedia. Jueces oralidad penal. Conversatorio. 
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o procede suspender la causa para el cumplimiento 
del acuerdo  reparatorio de cumplimiento diferido, 
en los supuestos de que no extinga la acción penal. 


Conforme los artículos 17 de la Constitución Política Federal 
mexicana y 10 de la Ley General de Víctimas, la justicia restaurativa se 
permite en todos los delitos, debiéndose verificar la libre voluntad de las 
partes y solamente en los supuestos del artículo 187 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales; delitos que se persiguen por querella, 
imprudenciales y patrimoniales cometidos sin violencia, extinguen la 
acción penal. La suspensión que aborda el arábigo 189, segundo párrafo 
del Código Nacional de Procedimientos Penales, de hasta un año, está 
prevista para dar por concluida la causa con un sobreseimiento. No puede 
disponerse la suspensión para el cumplimiento diferido de acuerdo a 
que no extingue la acción penal pues además de que no es el supuesto, 
recuérdese que el arábigo 189 donde se prevé que la suspensión para 
el cumplimiento del convenio es sucesivo del control de los acuerdos 
reparatorios y de la suspensión para la verificación del convenio. Ergo parte 
de la misma hipótesis, que el cumplimiento del acuerdo reparatorio trae 
aparejado la conclusión de la causa. En adición a lo anterior, la suspensión 
choca frontalmente con el principio de presunción de inocencia, ya que 
en un buen número de casos los ofensores están en prisión preventiva y 
ello implicaría que pueden quedarse en la cárcel hasta por un año en que 
cumplan con el convenio, lo que afectaría el derecho humano referido. 
Una postura en contrario, implicaría dejar renunciar a la resolución del 
conflicto en un plazo razonable. Conclúyase en suma, no procede la 
suspensión de la causa para el cumplimiento de un acuerdo reparatorio de 


cumplimiento diferido. Jueces oralidad penal. Conversatorio. 


a presencia del acusado en la audiencia intermedia es un 
requisito de validez de la actuación, mas puede renunciar a 
estar presente. 


Es obligación, regla general y requisito de validez de la actuación, 
que el imputado esté presente en las audiencias una vez apersonado al 
proceso jurisdiccional, como lo dispone la regla contenida en el artículo 
56 del Código Nacional de Procedimientos Penales. Mas, es derecho del 
imputado, como se desprende del precepto citado y a los que se suman el 4 
y 6 del mismo cuerpo normativo, que puede renunciar a estar, retirándose 
con aprobación jurisdiccional, en ciertas audiencias en las que la ley no 
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disponga su presencia inexcusable. Resulta que en audiencia intermedia 
acorde al ordinal 342 de la ley de la materia no es forzosa su presencia, ya 
que esto no se precisa expresamente, ergo, es de aquellas audiencias en 
las que puede renunciar con autorización del juez y ser custodiado a una 
sala próxima donde pueda seguir la actuación. Conclúyase que el derecho 
de inmediación del acusado en la audiencia intermedia”, implica su deber 
de presentarse a la actuación donde puede pedir la autorización de no 
estar en la sala, sino en un área donde pueda custodiar lo que acontezca 
y ser llamado cuando su presencia sea imprescindible. Jueces oralidad 
penal. Conversatorio. 


mprocedencia de la incompetencia por declinatoria en términos 

del artículo 27 del código nacional de procedimientos penales 

entre las sedes de Valle de Santiago y Salamanca, por pertenecer 
ambas al juzgado de oralidad de la segunda región. amén de que 
los jueces que operan el sistema acusatorio fueron dotados de 
competencia en todo el territorio del estado de Guanajuato. 


Según el acuerdo del Consejo del Poder Judicial, publicado el 27 
de mayo de 2016, en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de 
Guanajuato, para operar el sistema acusatorio adversarial existen cuatro 
regiones, el de la segunda región abarca los municipios de Abasolo, 
Cuerámaro, Huanímaro, Irapuato, Jaral del Progreso, Pénjamo, Pueblo 
Nuevo, Romita, Salamanca, Silao y Valle de Santiago; por lo tanto 
dispuso que para la aplicación del Código Nacional de Procedimientos 
Penales a partir del 1% de junio de 2016, se considerarán esas cuatro 
regiones, en cada una de las cuales se establecerá un juzgado regional, 
el cual se conformará con las sedes y bases que en el mismo acuerdo 
se mencionan, en el particular, en el Juzgado de Control de la Segunda 
Región, se distribuyen de la siguiente manera: Sede Irapuato que abarca 
Cuerámaro y Pueblo Nuevo, con base en Silao y abarca también Romita; 
Sede Salamanca con base en Pénjamo, que abarca Abasolo y Huanímaro y 
Sede Valle de Santiago que abarca además, Jaral del Progreso. Lo anterior 
quiere decir, que en la Segunda Región del Estado de Guanajuato, como 
en las demás regiones, dado que solo opera un solo juzgado y no tantos 
juzgados como sedes y bases existen, entonces no se actualiza diversa 
competencia por razón de territorio en cada una de las bases y sedes, dado 
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que ambas sedes están dentro de la circunscripción territorial del Juzgado 
de Control de la Segunda Región. Amén de lo cual el Consejo del Poder 
Judicial determinó en el Acuerdo que se publicó en el Periódico Oficial 
del Estado de Guanajuato en fecha 28 de febrero de 2017, que los jueces 
del sistema acusatorio y oral tienen competencia en todo el territorio del 
Estado de Guanajuato. Por ende, improcedente resulta que la sede de 
Valle de Santiago decline la competencia a favor de la sede Salamanca, en 
términos del artículo 27 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
pues para ello necesario era que se tratara de Órganos jurisdiccionales 
dotados de competencia territorial diversa. Jueza Gloria Esther Hernández 
Valtierra. Resolución del Juzgado de la sede Salamanca, región II. Causa 
penal P2718-264 


erspectiva de género. menor de edad, hijo de los sujetos del 
delito. aspectos a considerar en su declaración. 


Además de atender a la apreciación “de forma integral” de los 
medios de prueba como la ordena el artículo 384 de la Ley del Proceso 
Penal para el Estado de Guanajuato, el Tribunal de enjuiciamiento debe 
analizar aspectos específicos sobre la declaración del menor de edad, que 
es hijo de los sujetos del delito, tales como: a) su edad, b) la situación que 
guarda respecto a la víctima y al agresor, c) su sentir respecto a cada uno 
de sus padres y, en general, d) todas sus demás condiciones particulares 
como persona en franco crecimiento y formación personal. Y aunado a 
ello, verificar que el apoyo y acompañamiento psicológico, para el testigo, 
lo brinde no únicamente un profesional en la materia, sino un especialista 
en atención a menores de edad; ya que esto último permite tener una 
mejor perspectiva sobre la credibilidad de la declaración. Jueces: José 
Juan Villagómez Amézquita presidente, Luz. Ma. del Rocío Martínez 
García primera relatora y Sandra María Cabrera Tafoya segunda relatora. 
Tesis del Tribunal de Enjuiciamiento de Oralidad penal de la base Apaseo 
el Grande sede Celaya, Región !I. Causa 1P0415-22. 
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uspensión condicional del proceso en delitos de violencia 
familiar. es necesario que se garantice la igualdad de partes 
para participar en esta salida alterna. 


El artículo 192 del Código Nacional de Procedimientos Penales 
establece los requisitos que deben colmarse para que el imputado pueda 
acceder a la suspensión condicional del proceso, los cuales son: I. que 
el auto de vinculación a proceso que se emitió en contra del imputado, 
haya sido por un hecho que la ley considera como delito cuyo término 
medio aritmético de sanción que pudiera imponérsele, no exceda de 
cinco años de prisión; II. que no exista una oposición fundada de la 
víctima u ofendido; y II. que hayan transcurrido dos años anteriores 
al cumplimiento de una suspensión condicional o cinco años anteriores 
al incumplimiento de otra suspensión condicional. A efecto de resolver 
respecto a la procedencia de esta salida alterna en asuntos de violencia 
familiar, es necesario que: I. el juzgador verifique que la mujer que es 
víctima de este tipo de delitos, se encuentre en igualdad de condiciones 
para decidir, si quiere o no acceder a esta forma de solución de conflicto, 
para lo cual deberá ordenar al Ministerio Público la práctica de un examen 
de viabilidad para conocer si la víctima se encuentra empoderada; y II. 
deberá ordenar una evaluación de riesgo al imputado, para conocer cuál 
de las condiciones objetivas previstas en el artículo 195 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales puede garantizar una reparación 
del daño de manera integral a la víctima. Lo anterior, para una efectiva 
tutela de los derechos de la víctima, como lo establece el artículo 17 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su 
tercer párrafo. Juez Liliana Martínez Sandoval. Resolución en la sede 
Guanajuato capital, región I. 1P1418-475 


e refuerzan argumentos en el sentido de que el procedimiento 
abreviado exclusivamente procede antes del auto de apertura 
a juicio oral. 


Independientemente de que no existen razones válidas que 
derriben la constitucionalidad y aplicabilidad del artículo 202 del código 
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nacional de procedimientos penales, su desacato, en aras de una utilitaria 
aplicación, implica problemas operativos, estadísticos (de registros 
criminológicos) y sistémicos. Operativos pues ¿quién resolvería el 
abreviado en los casos de tribunal de enjuiciamiento; un solo juez o uno 
de los integrantes del colegiado o se retorna a la competencia del juez de 
control?. Estadísticamente o más precisamente en los necesarios registros 
criminológicos que miden el éxito y el fracaso de las salidas alternas como 
del mecanismo de aceleración, ¿qué informarán?, ¿que se terminó la etapa 
de audiencias preliminares y de nuevo se reabrió?. Sistémicos pues se 
desvirtúa el acusatorio confundiendo lo que significa un proceso flexible 
con un litigio sin reglas. Destruye instituciones que dan funcionabilidad 
al proceso como la preclusión y el mismo debido proceso legal. Alienta 
malas prácticas como el uso irracional de los plazos legales por parte 
del Ministerio Público que en lugar de acortarlos los alarga ilegalmente. 
En síntesis, es ilegal e inconveniente inaplicar el ordinal 202 del código 
adjetivo de la materia. Además, utilitariamente admitir el procedimiento 
abreviado después del auto de apertura a julio oral (evitándolo) conduce a 
la anarquía del proceso y desincentiva las buenas practicas estimulando el 
desacato de figuras jurídicas insertas dentro de un marco procesal reglado. 
Magistrados penales y jueces federales del Decimosexto No de registro 
por Circuito. Conversatorio. 


E xclusión de medios de prueba. 


Si bien la facultad de todo imputado a ofrecer prueba de orden 
testimonial y a que no sólo se le admita y desahogue, sino incluso 
a que se le auxilie para obtener la comparecencia de las personas a cuyo 
cargo estará su producción, es elevada por la norma fundamental al rango 
de derecho humano, por constituir elemental base para la estructuración 
de un debido proceso, no menos cierto es que dicha potestad ha de 
ejercerse, como así lo puntualiza el artículo 20, apartado B, inciso IV, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, invocado 
por la disidente, en los términos que señale la ley, lo que es por demás 
incontestable, porque el proceso penal, que se desarrolla a efecto de asumir, 
substanciar y resolver la condición jurídica de la persona a quien el órgano 
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estatal que para ello tiene atribución le imputa un hecho señalado en la 
ley como delito, se estructura no de una manera anárquica o asistemática, 
sino por el contrario sujetándose a una estricta y ordenada secuencia, 
que se eslabona en diferentes fases o etapas, que se peculiarizan no sólo 
por la específica actividad a que cada una de ellas está destinada y por 
los protagonistas que intervienen, sino también por lo que en ellas se va 
estableciendo y por los efectos que producen. Por ende, los principios 
de orden, congruencia y equilibrio en el juicio, que informan el debido 
proceso, otorgan a su trámite una firme base de sustentación, única, sobre 
la que puede construirse ortodoxamente; por ello no cabe introducirle 
desviaciones o modificaciones a criterio de quien de él se encarga o de sus 
intervinientes, porque de hacerse así se estaría autorizando a que reglas 
procedimentales, que son precisamente las normadoras del quehacer 
procesal, se quebranten y, en consecuencia, se dejarían sin efecto en cada 
caso en que aquéllo ocurriese, lo que no resultaría ortodoxo, supuesto 
que tales normas establecen el curso de las actividades que, por tanto, 
a ellas han de sujetarse, para realizarlas con limpidez, con orden, para 
darle a cada una de las correspondientes actuaciones y consecuentes 
resoluciones la validez y la transparencia, que no son cualidades 
deseables sino exigencias insalvables. Magistrado Miguel Valadez Reyes. 
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Opinión sobre el desarrollo histórico de la 
impartición de justicia en materia penal en 
Guanajuato 


Magdo. Mtro. Víctor Federico Pérez Hernández 


Resumen: Una constante histórica en la praxis jurisdiccional de Guanajuato es 
el reconocimiento y materialización del principio dignidad humana y aumentó su énfasis 
cuando se implementó el sistema acusatorio; todo ello evidenciando que el pasado, el 
presente y ciertamente el futuro seguirá el mismo sendero. 


Palabras clave: Principios. Dignidad. Derechos humanos. Sistema penal 
acusatorio. Guanajuato. 


Abstract: A historical constant in Guanajuato's jurisdictional praxis is the 
recognition of the principle of human dignity, which gained emphasis since the adversarial 
system was implemented. 

Consequently, the past, the present and certainly the future will remain the same. 


Keywords: Principles. Dignity. Human rights. Accusatory criminal system. 
Guanajuato. 


Sumario 


Introducción. l.- El eterno concepto de justicia Ulpiniano. 
II.- La importancia del consejo del poder judicial. lI!.- La 
implementación del sistema acusatorio. IV.- El futuro del poder 
judicial de Guanajuato 
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Introducción 


El presente artículo expone una breve remembranza del arduo camino del 
poder judicial de Guanajuato en su función de impartir justicia penal que 
evidencia la depuración cotidiana del principio de dignidad. 


Todas las reformas legales, —aún las de materia jurisdiccional-, 
deben estar sustentadas en la dignidad de la persona como eje fundamental 
de respeto para las instituciones públicas. 


Ya desde el concepto de justicia de Ulpiano, al referir darle a cada 
quien lo suyo implicaba el principio de dignidad que, por lo que hace a 
Guanajuato es pasado, presente firme y seguro futuro. 


Resultando este tema impregnador de lo cotidiano, desde pláticas 
informales, anécdotas y la vida jurisdiccional. Aquí algunas notas. 
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I.- El eterno concepto de justicia Ulpiniano 


La concepción de la justicia de acuerdo a Ulpiano implica “darle a cada 
quien lo suyo” lo que según Lombardo Toledano implica que “(...) la 
justicia es una proporción, un justo medio entre dos extremos igualmente 
equivocados, el extremo por exceso y el extremo por defecto (...).” * 


Por antonomasia, la institución pública encargada de la impartición 
de justicia es el poder judicial, cuya actualidad es resultado de una 
revolución histórica que alcanza la formación de sus integrantes, 
capacitación de calidad, instalaciones adecuadas y funcionales, en sí un 
conjunto de insumos con los que se posibilita dar un trato digno constatado 
en una justicia expedita y completa. 


Hoy en Guanajuato, se puede y debe escribir, hay una de las mejores 
instituciones de impartición de justicia del país en varias materias, pero por 
ahora nos centraremos en materia penal de enjuiciamiento para adultos. 


Su alto lugar, del poder judicial de Guanajuato, es producto de una 
visión de estado de gobierno que respeta las normas constitucionales y las 
instituciones estatuidas, mismas que se han revolucionado y adaptado a la 
dinámica social durante los últimos años, sustentando así el Poder Judicial 
Guanajuatense sus objetivos y metas, teniendo como base la dignidad de la 
persona y el respeto a los derechos humanos, ello en atención al mandato 
constitucional, así como a sus reformas de 2008, en cuanto a seguridad y 
justicia; y, la reforma de 2011 en materia de derechos humanos. 


Il.- La importancia del consejo del poder judicial 


Sin duda, una reforma importante en materia judicial, fue dejar la actividad 
jurisdiccional a los Jueces y Magistrados, y la función administrativa, 
delegada al Consejo del Poder Judicial. 


1 Definiciones sobre derecho público, Lombardo Toledano, Vicente; edición facsimilar de la S.C.J.N. 
México, 2017.- sobre la obra original de Editorial “Cultura”, México, 1922. 
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En ese tenor, el poder judicial de Guanajuato, se encuentra integrado 
por el supremo tribunal del estado, los jueces y el consejo del poder 
judicial, en los términos de la legislación respectiva, a saber, constitución 
política estatal y ley orgánica del poder judicial del estado. 


Por su parte, el supremo tribunal de justicia se encuentra integrado 
por 21 magistradas y magistrados, de los cuales, el magistrado presidente, 
—quien no ejerce función jurisdiccional en sala—, 10 magistrados del área 
penal y 10 magistrados del área civil; todos electos por el poder legislativo 
de entre ternas propuestas por el consejo del poder judicial y por el poder 
ejecutivo de forma alternada, atento al marco normativo vigente. 


En tanto que, el consejo del poder judicial se compone de 5 
integrantes: el magistrado presidente y 4 consejeros, que son designados 
por el congreso del estado, uno a propuesta de la junta de coordinación 
política del propio poder legislativo, otro propuesto por el poder ejecutivo 
y uno más a propuesta del pleno del supremo tribunal de justicia del estado, 
así como el juez consejero que por reglamento accede a tal posición, en 
un concurso de méritos. 


En diferente orden de ideas, la reforma Constitucional de 2008 
significó un reto al sistema de justicia penal y seguridad; de tal suerte 
que al momento de su implementación se establecieron diversas líneas de 
trabajo, de forma conjunta con los poderes ejecutivo y legislativo, caso 
único en el país; pues con los compromisos asumidos y el trabajo realizado 
por los diferentes poderes públicos en el ejercicio de sus atribuciones, dan 
como resultado los primeros lugares a que se hacía mención al inicio de 
este documento, lo que muestra el arduo trabajo, continuo y permanente 
en favor de la sociedad Guanajuatense. 


IIl.- La implementación del sistema acusatorio 


Con lo anterior, nos referimos al Sistema Penal de corte Acusatorio y 
de característica Oral, —y también, si bien, no era materia de reforma 
constitucional, se determinó dotar al poder judicial, de una justicia 
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especializada en materia familiar bajo el esquema predominantemente 
oral-—. 


La planeación e implementación del sistema penal acusatorio 
del que se habla, partió entonces desde diversos ejes que incluían, las 
reformas a la constitución del estado de guanajuato y diversas leyes — 
como lo son las reformas a la ley orgánica del poder judicial en el año 
2010-, la creación de la ley del proceso penal, la planeación presupuestal, 
construcción de nuevos juzgados, implementación del sistema de gestión, 
capacitación, concursos especializados, socialización del sistema; así 
como capacitación a litigantes, fiscales y defensores públicos, entre 
otras acciones específicas que permitirían implementar la reforma penal 
constitucional — y también el establecimiento de los juzgados de oralidad 
familiar—. 


Así en noviembre de 2011, se llevó a cabo el primer juicio oral 
penal, teniendo como resultado el primer inculpado-sentenciado, en un 
tiempo récord de 6 horas. 


Lo anterior, determinó al poder judicial a desarrollar también los 
demás sistemas que operan en el Estado, para actualizar y dignificar la 
administración de justicia; lo precedente incluyó la implementación de las 
tecnologías de la información, mismas con las que se han logrado avances 
significativos que permiten facilitar el acceso a los diversos expedientes y 
constancias en un breve periodo de tiempo. 


Asimismo, son muchas las actividades que se han realizado en el 
desarrollo de la función jurisdiccional, y cabe resaltar que Guanajuato, 
cuenta con el más amplio servicio de mediación y conciliación de la 
república mexicana con servidores públicos especializados y certificados. 


La visión del Poder Judicial, ha llevado a certificar diversos 
procesos, que lo hacen único en el país. 


Importante es destacar, que el sistema jurídico mexicano mutó de 
forma significativa, a partir de la reforma en materia de derechos humanos 
de 2011, pues dota normativamente, de nuevas herramientas en la justicia, 
—que si bien ya se realizaban—, tenía límites para la justicia local, pues el 
control constitucional estaba reservado al poder judicial federal. 


Con esta reforma, se ejerce la atribución de vigilar la adecuada protección 
a derechos humanos, usando un control de constitucionalidad en beneficio 
de la ciudadanía, mediante la interpretación y el uso del principio pro 
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persona y en su caso, la inaplicación parcial o total de una norma —ello, 
atendiendo al procedimiento establecido por la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación—. 


Hoy por hoy, el quehacer jurisdiccional, desarrolla cotidianamente 
la obligación de verificar la constitucionalidad de la norma y la debida 
protección de los derechos humanos, lo que en ocasiones implica el 
contraste de la norma secundaria con las normas constitucionales y 
convencionales, bajo la lupa de la dignidad de la persona. Quehacer que 
se desarrolla en nuevas fórmulas metodológicas para aplicar normas, 
derechos y principios, así como su ponderación en cada caso concreto. 


Con lo anterior, se da vida además al respeto de los derechos 
de las víctimas, de las mujeres y de los menores de edad —con mayor 
magnitud—; cuidando que las resoluciones judiciales, tengan su debida 
motivación, argumentación de decisiones sustentadas en los hechos 
acreditados o probados y su relación con el derecho vulnerado; ello, para 
arribar a determinaciones apegadas a los derechos humanos y la justicia, 
que necesariamente serán fundamentadas en el marco legal positivo y 
vigente. 


IV.- El futuro del poder judicial de Guanajuato 


Quedan muchos retos por superar, desde la creación de la norma, su 
interpretación y su aplicación, hasta los temas materiales como son las 
instalaciones, la operación de los diversos sistemas jurisdiccionales, el 
cuidado y apoyo al personal que integra el Poder Judicial y por supuesto, 
mantener la dignificación del servidor público, todo ello, para entregar a 
la ciudadanía, resultados en sus conflictos legales con: justicia, prontitud 
y trato humano; pues como ya se dijo, la justicia no sólo se imparte de 
manera pronta y expedita, sino también con dignidad, eficiencia y libertad, 
lo que se cumple con el pleno reconocimiento y la protección jurídica de 
los derechos humanos como expresión concreta de la dignidad humana. 
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Conclusión 


a dignidad humana ha sido, es y será eje rector de las decisiones 
del poder judicial de Guanajuato. 


Guanajuato ha desarrollado su historia en base al principio 
de dignidad y la implementación del sistema acusatorio implico su 
depuración. 


La historia prueba que uno de sus grandes pilares de la praxis 
jurisdiccional de Guanajuato ha sido, es y será el respeto a la dignidad 
humana, y asumir conciencia de ello magnifica su importancia. 


improcedencia de la 
suspensión condicional 
del proceso en el supuesto de 
que la persona 
imputada este detenida por 
diversa causa penal 


Inapplicabilty of the conditional suspension of the 
process in the event of that the person concerned 


is prisioner by other criminal case 


Juez Mtra. Nashiely Berenice Araiza García 
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improcedencia de la suspensión condicional 
del proceso en el supuesto de que la persona 
imputada este detenida por diversa causa penal 


Juez Mtra. Nashiely Berenice Araiza García 


Resumen: El numeral 192 del CNPP establece los requisitos para la procedencia 
de la SCP, empero no son los únicos, se debe de realizar un verdadero análisis de esta 
figura procesal, toda vez que tiene como finalidad la de reincorporar de forma rápida al 
inculpado primo delincuente a la sociedad, sin necesidad de recurrir a la imposición de 
sanciones, por lo que la persona imputada debe estar en libertad para su concesión. 


Palabras claves: Suspensión condicional del proceso. Fin del proceso penal. 
Código nacional de procedimientos penales. Merecimiento. Trato procesal preferente. 


Abstract: Numeral 192 of the CNPP establishes the requirements for the 
provenance of the SCP although they're not the only ones. A true analysis of this 
procedural figure must be carried out, since its purpose is to reincorporate the accused 
prime delinquent into society without the need to resort to the imposition of sanctions, so 
the accused must be free for its grant. 


Keywords: Conditional suspension of the process. End of criminal proceedings. 
National code of criminal procedures. Deserving. Preferential procedural treatment. 
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del proceso. IV. Requisitos de la suspensión condicional del proceso. 
Conclusiones. Bibliografía. 


Enero 2022 | Año IV | No. 1 


Introducción 


Desde el 18 de junio de 2008, al reformarse la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, generó entre otros fines el agilizar y hacer 
más eficiente la justicia en materia penal, precisamente en su artículo 
17, se introdujeron figuras como la SCP y los acuerdos reparatorios, 
considerados mecanismos alternativos de solución de controversias. 


Lo relevante, acorde con la finalidad de este nuevo sistema penal, 
no es sancionar sino solventar el conflicto social que subyace a los delitos 
y dar soluciones satisfactorias a las necesidades de integración social que 
manifiestan los ofensores con su conducta y a quienes sufrieron daños por 
la comisión de aquellos, por lo que en la SCP se trata de hechos que se 
considera no presentan mayor gravedad ni impacto social, beneficiando 
así a la persona imputada la de declarar terminado el conflicto ocasionado 
por el delito sin llevar a cabo el juicio y evita la conformación de 
antecedentes penales. 


En este trabajo se afirma que además de considerarse los requisitos 
del numeral 192 del CNPP, es indispensable que la persona imputada se 
encuentre en libertad, aun cuando existen voces que consideran que basta 
únicamente para su procedencia las exacciones del numeral citado, al 
señalar que se agrega un supuesto no previsto, sin embargo, debe hacerse 
una interpretación sistemática, toda vez que de estimar procedente la vía 
en virtud de que no hay ningún tipo de certeza sobre el resultado del otro 
proceso, se presentan retrasos y se podría considerar como impunidad; 
además de que si se aplica bajo prisión dicha figura no alcanza su 
finalidad de dicha figura procesal; solo trascurre el tiempo decretado para 
la SCP y se extingue la acción penal. 
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I.- Concepto de suspensión condicional del 
proceso 


Así, la figura jurídica de la SCP debe entenderse como el planteamiento 
formulado por el Ministerio Público o por el imputado, el cual 
contendrá un plan detallado sobre el pago de la reparación del daño y 
el sometimiento del imputado a una o varias condiciones del catálogo 
señalado en el numeral 195' del ordenamiento citado, que garanticen 
una efectiva tutela de los derechos de la víctima u ofendido y en caso de 
cumplirse, pueda dar lugar a la extinción de la acción penal. 


La SCP constituye una institución (especie) que forma parte de 
una tipología más amplia de mecanismos condicionales de inhibición o 
paralización del proceso penal (género) ? 


Il.- Finalidad de la suspensión condicional del 
proceso 


En el CNPP, se determinan como formas de solución alternas del 
procedimiento el acuerdo reparatorio y la suspensión condicional del 
proceso, teniendo como fin el evitar la continuación de la persecución 
penal y la potencial imposición de una sanción penal a la persona 
imputada, cumplir con la reparación del daño causado a la víctima o 


1 |. Residir en un lugar determinado; 
II. Frecuentar o dejar de frecuentar determinados lugares o personas; 
111. Abstenerse de consumir drogas o estupefacientes o de abusar de las bebidas alcohólicas; 
IV. Participar en programas especiales para la prevención y el tratamiento de adicciones; 
V. Aprender una profesión u oficio o seguir cursos de capacitación en el lugar o la institución 
que determine el Juez de control; 
VI. Prestar servicio social a favor del Estado o de instituciones de beneficencia pública; 
VII. Someterse a tratamiento médico o psicológico, de preferencia en instituciones públicas; 
VIII. Tener un trabajo o empleo, o adquirir, en el plazo que el Juez de control determine, un 
oficio, arte, industria o profesión, si no tiene medios propios de subsistencia; 
IX. Someterse a la vigilancia que determine el Juez de control; 
X. No poseer ni portar armas; 
XI. No conducir vehículos; 
XII. Abstenerse de viajar al extranjero; 
XIII. Cumplir con los deberes de deudor alimentario, o 
XIV. Cualquier otra condición que, a juicio del Juez de control, logre una efectiva tutela de 
los derechos de la víctima. 


2 https://revistaius.com/index.php/ius/article/view/451/687 
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a la persona ofendida, sistematizar la intervención de la justicia penal 
y cobrar efectos preventivos especialmente sobre el presunto infractor 
para hacer posible el fin de la reinserción social. 


Adviértase que como escribe Bovino, los objetivos que busca 
realizar dentro del sistema penal: la racionalización de la utilización de 
la persecución penal con el objeto de impulsar la política que guía a la 
institución en materia de combate a la criminalidad y procurar el ahorro 
de recursos económicos y el mejoramiento de la situación o intereses 
del imputado evitando que se produzca la persecución penal contra él 
y eventualmente se le aplique una sanción penal. Ambas cuestiones 
tienen que ser consideradas como “principios guía en la interpretación 


y aplicación del instituto”. * 


Además, los fines normativos asignados a los mecanismos 
alternativos de solución de controversias de acuerdo con los dictámenes y 
exposiciones de motivos que derivan de las reformas antes aludidas, son 
la reparación del daño (modelo restaurador), la protección a la víctima 
(modelos restaurador y preventivo), la economía procesal (modelo 
de justicia negociada gerencialista), y que la persona imputada se 
responsabilice de las consecuencias de su actuar (modelo preventivo). * 


I1I.- Preclusión y legitimación de la 
suspensión condicional del proceso 


Precluye la oportunidad para la SCP, cuando se dicte el auto de apertura 
a juicio oral*, y la solicitud puede realizarse por ministerio público o la 
persona imputada, y debe verificarse su procedencia. 


3 Bovino, Alberto, La suspensión del procedimiento penal a prueba en el Código penal 
argentino, Editores del Puerto, Argentina, 2001; p 98.. 


4 Cuaderno de Apoyo de la Reforma Constitucional en materia de Justicia Penal y Seguridad 
Pública, elaborado por la Secretaría de Servicios Parlamentarios de la Cámara de Diputados 
Martínez Monroy, R., Reforma constitucional en materia de justicia penal y seguridad pública. 
Proceso Legislativo, México, Cámara de Diputados, 2008. 


5 Artículo 193. Oportunidad. Una vez dictado el auto de vinculación a proceso, la suspensión 
condicional del proceso podrá solicitarse en cualquier momento hasta antes de acordarse la 
apertura de juicio, y no impedirá el ejercicio de la acción civil ante los tribunales respectivos. 
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Ahora bien, se destaca que quienes se encuentran legitimados 
para plantear la procedencia de este mecanismo, es la parte imputada o 
ministerio público con acuerdo de aquel, así se determina en el numeral 
192 del CNPP, sin embargo, una constante en la práctica es que quien 
realiza dicha petición es la defensa, entendiéndose que es quien representa 
los intereses de la parte imputada y procede a realizar el planteamiento 
jurídico. 


IV.- Requisitos de la suspensión condicional del 
proceso 


Teniendo como requisitos? sine qua non para su concesión que el auto de 
vinculación a proceso se haya dictado por un delito cuya pena de prisión 
no exceda del término medio aritmético de 5 años, así como que no haya 
inconveniente por la víctima u ofendido e imputado y que en caso de que 
haya sido favorecido con una SCP, deben transcurrir dos años desde el 
cumplimiento o cinco años desde el incumplimiento de una suspensión 
condicional anterior. 


Empero, no son las únicas exigencias que deben ser consideradas 
para decretar este mecanismo de aceleración, se requiere la interpretación, 
dado que se afirma que la persona imputada debe estar en libertad para 
que pueda cumplir con las condiciones a las que se obligó, toda vez que 
existe un obstáculo para su cumplimiento estando detenida la persona 
ya sea por medida cautelar de prisión impuesta en otra causa penal o 
por sentencia condenatoria, al no lograrse el fin de la SCP, es decir, debe 
haber un verdadero acompañamiento en el proceso de reinserción social 
para la persona imputada. 


Cierto es, no se requiere demostración de culpabilidad para decretar 
la SCP, por ende se mantiene incólume el principio de presunción de 


6 Artículo 192 del código nacional de Procedimientos Penales. 
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inocencia y que es un derecho de la persona imputada, derecho que no 
es absoluto, pero el solo acontecer de estar privada de su libertad hace 
nugatorio el que pueda de manera voluntaria realizar las condiciones 
impuestas, así, absurdo resulta que baste el simple trascurso del tiempo 
para que se extinga la acción penal, trastocando así las pretensiones del 
legislador en cuanto a la finalidad de dicha figura jurídica y no permite 
que el inculpado se inserte nuevamente a la sociedad para aportar 
positivamente a ella. 


Postulado que se afirma, porque de decretarse la SCP es inviable 
que la persona imputada realice las condiciones a las que se obligó, es 
decir, cualquier condición de la gama que establece el numeral 195 del 
CNPP, evidente es que en su mayoría las podrá realizar, pero a razón de 
las obligaciones que debe de cumplir por estar detenido en el CEPERESO 
o bien por la imposibilidad de violentarlas precisamente por esa limitante, 
de ahí que no se cumple con el fin de la SCP, a esta reflexión debe sumarse 
el arábigo 198 del CNPP, que precisa debe revocarse la SCP cuando la 
persona imputada, fuera condenada por sentencia ejecutoriada por delito 
doloso o culposo, siempre que el proceso suspendido se refiera a delito 
de esta naturaleza; también en ese mismo numeral se precisa que cuando 
el imputado esté privado de su libertad por otro proceso, las condiciones 
decretadas y el plazo otorgado se suspenden hasta que el imputado obtenga 
su libertad. Si el imputado estuviera sometido a otro proceso y goza de 
libertad, la obligación de cumplir con las condiciones establecidas para la 
suspensión condicional del proceso, así como el plazo otorgado para tal 
efecto, continuarán vigentes. 


Empero, no podrá decretarse la extinción de la acción penal hasta en 
tanto quede firme la resolución que lo exime de responsabilidad dentro del 
otro proceso. Nada factible resulta la suspensión condicional del proceso, 
hasta en tanto se resuelva aquella causa por la que le fue impuesta la 
medida cautelar de prisión preventiva, es decir, por tiempo indeterminado 
o en su caso hasta en tanto se le decrete libertad al compurgar la sentencia, 
vulnera uno de los fines del sistema acusatorio y adversarial. 


La regla es que el proceso se lleve en libertad y excepcionalmente 
detenido, como se puede apreciar con las Reglas de Kioto, dichas 
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instituciones se pueden considerar disposiciones previas al juicio de 
carácter comunitario, pues permiten mantener a un presunto delincuente 
en la comunidad y mitigan el recurso a la prisión, pero sería disfrazar 
la situación real, en cuanto a que por una causa penal está detenido y al 
mismo tiempo realiza las condiciones para concluir una diversa causa, 
esto no es una verdadera reinserción.” 


Sin duda se abre un problema más, la supervisión del cumplimiento 
de las condiciones, conforme al numeral 177 del CNPP, es la autoridad 
de supervisión de medidas cautelares y de la suspensión condicional del 
proceso a quien le corresponde su vigilancia, pero si la persona está 
detenida evidente es que no podrá llevar a cabo el cumplimiento de sus 
obligaciones. 


Además, contradictorio resulta pensar que puede ser favorecida la 
persona imputada con una suspensión a prueba cuando esté compurgando 
una sentencia o bajo medida cautelar de prisión, pero se niegue esta 
posibilidad al haberse decretado con anterioridad una SCP conforme a la 
fracción III* del numeral 192 del CNPP. La razón de esta previsión es muy 
sencilla, la comisión de otro delito haría evidente que no se cumplieron 
los fines de prevención especial del instituto, es decir, la comisión de un 
nuevo delito sería muestra del fracaso del plan de reintegración social, 
razón que se suma al porqué no debe decretarse la SCP cuando la persona 
está recluida. 


En línea con lo dicho, cobra interés el fin de la pena, sintetizando: a) 
La teoría de la retribución: la pena debe ser justa. A través de la imposición 
de un mal, la culpabilidad que el autor carga sobre sí como consecuencia 
de su accionar delictivo es retribuida en forma justa. b) La teoría de la 
retribución general, la pena no actúa específicamente sobre el condenado, 
por el contrario influye sobre la generalidad, a la cual se le debe enseñar 
a través de amenazas penales y de la ejecución de las penas lo relativo a 
las prohibiciones legales, y disuadirla de su infracción. c) La teoría de la 
prevención especial, la pena es la prevención, dirigida al autor individual, 


7 Reglas 2.5 y 5 de las Reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la 
libertad, adoptadas por la Asamblea General en su resolución 45/110, de 14 de diciembre de 1990. 
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” 


“resociabilizándolo”, “reeducándolo” o logrando su “reinserción social” 
o “corrección”. 


Conclusión 


mprocedencia de suspensión condicional cuando el imputado 


esté recluido en un centro de reinserción y readaptación social. 


A pesar de que no se haya dictado auto de apertura a juicio oral, 
se acrediten a cabalidad los requisitos del numeral 192 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales y exista plan de reparación del daño 
o el mismo esté satisfecho, debe negarse la suspensión condicional del 
proceso cuando la persona imputada se encuentra privada de su libertad, 
derivado ya sea de una sentencia o de una medida cautelar de prisión 
preventiva en diversa causa penal, toda vez que dicha circunstancia 
impide que se cumpla voluntariamente con las condiciones que enlista 
el numeral 195 del ordenamiento citado, ya que incide en la garantía 
de una efectiva tutela de los derechos de parte ofendida, además que 
resulta incierto el resultado del otro proceso y de suspenderse el proceso 
penal por tiempo indeterminado, vulnera uno de los fines del sistema 
acusatorio y adversarial, como lo es la extinción de la acción penal pero 
al cumplimiento voluntario de las condiciones admitidas, y de no ser así 
se trasgrede la finalidad de dicha figura procesal como sería el fracaso de 
la reintegración social. 


8 —|Il. Que hayan transcurrido dos años desde el cumplimiento o cinco años desde el incumplimiento, 
de una suspensión condicional anterior, en su caso. 


Roxin, Claus. “Fin y justificación de la pena y de las medidas de seguridad”. Editores del Puerto. 
9 Buenos Aires. 
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El registro en videograbación y el debido proceso 
penal 


Juez Mtra. Gloria Esther Hernández Valtierra 


Resumen: Con el uso de la oralidad, como principal instrumento del sistema 
penal acusatorio, resultó necesario entender, que la emisión de los actos de molestia, 
en particular, del auto de vinculación a proceso, se produce cuando se expone su 
fundamentación y motivación, en la audiencia inicial; de ahí que resulte necesario 
reflexionar, cuál es la trascendencia de su registro, con el objetivo de definir, si la falta de 
la pieza escrita, violenta el debido proceso. 


Palabras clave: Audiencia. Videograbación. Escrito. Debido proceso. Proceso 
penal. 


Abstract: The videograding in orality in criminal proceedings it is enough for the 
record of legal actions and makes it unnecessary to put it on paper. 


With the use of orality as the main input of the adversarial criminal system, it ¡is 
necessary to understand that the issuance of acts of nuisance, particularly the order of 
linking to process, occurs when its foundation and motivation is exposed at the initial 
hearing; hence, it is necessary to debate what are the implications of its record, with the 
aim of defining if the lack of the written piece, violates due process. 


Keywords: Audience. Video recording. Written. Due process of law. Criminal 
process. 


Sumario 
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A 10 años de la implementación del sistema penal acusatorio en 
el Estado de Guanajuato, aún resulta necesario reflexionar acerca de las 
implicaciones de la oralidad, como instrumento que lo caracterizó, en 
particular, tratándose del auto de vinculación a proceso, cuya emisión 
escrita, aún es motivo de debate, pues así lo señala el artículo 67 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales; incluso, como se verá, 
diversos tribunales federales en materia de amparo, han considerado que 
la falta de la pieza escrita, se traduce en una violación al debido proceso. 


Con base en esos criterios, la defensa planteó un recurso de 
revocación en contra del auto en el que se le señaló que no era procedente 
otorgarle copia certificada de la pieza escrita del auto de vinculación a 
proceso, dado que éste quedó registrado en audio y video, del cual podría 
obtener las copias que requería. 


En la audiencia en la cual se escuchó a las partes, el defensor hizo 
hincapié en la necesidad de ese registro escrito, dado que su representado 
estaba detenido, y lo requería para entender por qué se había emitido esa 
resolución judicial en su contra. 


Sobre las razones por las cuales, no se consideró el contenido de 
esa jurisprudencia y se confirmó la resolución previamente asumida, 
versarán los siguientes párrafos, con tal de reflexionar sobre la oralidad, 
y el cambio de paradigma que implicó. 


En el entendido de que este ejercicio no es nuevo, pues de entre todos 
los retos que ha enfrentado la implementación del sistema acusatorio en 
el Estado de Guanajuato, uno de los primeros que se tuvo que librar, fue 
precisamente éste. 


I.- Alcances de la oralidad procesal 


Bentham citado por Ferrajoli,' afirmó que la oralidad en el juicio, 
implica necesariamente la publicidad y representa su principal garantía, 


1 Ferrajoli, Luigi: Derecho y razón. Editorial Trotta. 1997; p. 617. 
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comporta, en primer término, el tratamiento de la causa en una sola 
audiencia o varias audiencias próximas, en segundo lugar, la identidad 
delaspersonasfísicasdelosjuecesdesdeeliniciodelacausahastalasentencia; 
en tercer lugar el diálogo directo de las partes y con el juez para que éste 
conozca la causa por las impresiones recibidas y no por “escritos muertos.” 


Así las cosas, la oralidad es el instrumento a través del cual se hacen 
posibles los principios del sistema acusatorio, como el de publicidad y 
contradicción. 


En este punto debe reflexionarse a cerca de la diferencia que existe 
entre la oralidad como principal instrumento, en un sistema basado en 
las audiencias, a aquellos medios utilizados para su registro, es decir, 
los actos procesales deben ser realizados oralmente, sin embargo, otro 
tema diferente es cómo es que quedarán registradas esas audiencias, cuya 
trascendencia solo lo es la de reproducir lo que se actuó en la audiencia. 


Lo anterior en consonancia en lo dispuesto por el artículo 44 del 
mismo CNPP que dispone el uso de los medios técnicos disponibles 
que permitan darle mayor agilidad, exactitud y autenticidad, 
entendiéndose que se refiere a los registros de las audiencias. 


Enprincipio, debe señalarse que la primera sala de la suprema corte de 
justicia de la nación, emitió jurisprudencia por contradicción de tesis con el 
rubro: “Auto de vinculación a proceso. La videograbación de la audiencia en 
la que el juez de control lo emitió, constituye el registro que exige el artículo 
16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para que 
el imputado conozca la fundamentación y motivación del acto de molestia 
(legislaciones de los estados de México, Nuevo León y Zacatecas).” ? 


Desde luego, no se soslaya que analizó preceptos diversos al 
artículo 67 del CNPP, pero tampoco se pueden ignorar, las razones por las 
cuales consideró que era suficiente el registro videograbado del auto de 
vinculación aproceso, para considerar satisfechalaexigenciaconstitucional 
en el sentido de que los actos de molestia deben constar “por escrito”. 
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En primer lugar, la primera sala destacó que no estaba cuestionado, 
que aun cuando el auto de vinculación no conste por escrito, ello no 
invalida su emisión en la audiencia. Asimismo, que al ser el auto de 
vinculación a proceso un acto de molestia, pues afecta la esfera jurídica 
del gobernado, debe cumplir con los parámetros a los que se refiere el 
artículo 16 constitucional, es decir, exactitud y precisión en la cita de las 
normas legales que facultan a la autoridad para emitirlo, pues es lo que 
otorga certeza y seguridad jurídica al particular y, por tanto, asegura la 
prerrogativa de defensa. 


Il.- Alcances del término constitucional por 
escrito 


Haciendo alusión al texto imperante en ese momento del artículo 
16 de la CPEUM, estableció que la expresión “por escrito”, debe ser 
entendida como la exigencia de registrar el acto de autoridad, lo que 
ordinariamente sucedía cuando se redactaba en papel, pero que los avances 
de la tecnología, el concepto tradicional de documento en papel, ha sido 
superado, ya que incluso se puede hablar del concepto de “documento 
electrónico”, por ende, señaló que la videograbación de la audiencia 
inicial dota de seguridad jurídica al imputado para conocer las razones 
y el fundamento legal que tomó en cuenta el juez para vincularlo, pues 
advirtió que, además de haber estado presente en esa audiencia, y haberlo 
escuchado, las partes- podrán solicitar al Juez de Control, copia del 
audio y video de la audiencia, a fin de preparar su defensa o impugnar la 
vinculación a proceso. 


Debiéndose advertir que estas consideraciones, coinciden con las 
reflexiones que se expresaron líneas arriba sobre la diferencia entre la 
emisión del acto procesal y su registro. 


Por ende, no se puede considerar que la falta de emisión, de la pieza 
escrita, trasgreda el debido proceso, que según fue definido por la Corte 


3 Corte interamericana de derechos humanos: Caso Baena Ricardo y otros vs Panamá, Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 2 de febrero de 2001. En https://www.corteidh.or.cr/docs/ 


casos/articulos/Seriec_72_esp.paf. Consultada el 2 de octubre del 2021. 
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Interamericana de Derechos Humanos, es “el conjunto de requisitos que 
deben observarse en las instancias procesales, a efecto de que las personas 
estén en condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante cualquier 
acto del Estado que pueda afectarlos””,pueslosconcernientes al derecho 
a la seguridad jurídica y derecho a la defensa, quedan salvaguardados con 
cualquier forma de registro del acto procesal, como lo es el de audio y 
video. Es más, la primera sala en la ejecutoria relativa a la jurisprudencia 
que se alude, por el contrario, consideró que la pieza escrita del 
auto de vinculación a proceso, originaría diversas problemáticas que 
entorpecerían el funcionamiento del proceso penal, pues implicará vaciar 
el contenido de la decisión tomada en la audiencia de forma oral, que 
es la que realmente tiene validez, incluso, podría acontecer que lejos 
de que en la audiencia el Juez de Control, exprese de manera fundada y 
motivada su resolución de vincular a proceso, lo reserve al dictado de la 
resolución por escrito, lo que originará que ésta pueda ir más allá de lo 
expuesto oralmente, inclusive, que se plasmen aspectos no dilucidados en 
la propia audiencia en contravención a los principios constitucionales de 
inmediación y contradicción. 


También generaría incertidumbre jurídica el hecho de que el imputado 
no tenga certeza plena del momento a partir del cual transcurrirá el plazo 
para controvertir el auto de vinculación, es decir, si debe considerarse la 
fecha en la que se emitió en la audiencia, o cuando se emitió en forma 
escrita. 


Es de señalarse que ese párrafo del precepto constitucional en 
mención, fue materia de reforma, con motivo de lo que denominó justicia 
cotidiana, según decreto que se publicó en el diario oficial de la federación 
de fecha 15 de septiembre de 2017, al que se adicionó: “En los juicios y 
procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como 
regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier 
medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto 
en este párrafo.” Lo que se considera que es una referencia clara a lo 
dicho en los párrafos anteriores. 


4 Suprema corte de justicia de la nación: Tesis de jurisprudencia con número de registro 27348. 
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No obstante lo anterior, diversos tribunales colegiados han 
insistido en interpretar a la letra, el artículo 67 del CNPP, de las cuales 
se analizará la más reciente, emitida por el pleno del segundo circuito, 
y que sirvió a la defensa, en el caso concreto planteado, para fundar 
su petición. Dicha jurisprudencia se encuentra bajo el rubro: “Auto de 
vinculación a proceso. la omisión de hacerlo constar por escrito, después 
de su emisión oral, constituye una violación a las formalidades esenciales 
del procedimiento [inaplicabilidad de la jurisprudencia la./J. 34/2017 
(10a.);* la que en resumen señala que si el juez de control, después 
de emitir oralmente su decisión de vincular a proceso, omite dictar su 
resolución por escrito, resulta inconcuso que el acto reclamado infringió 
las formalidades esenciales del procedimiento. 


Desde luego, en atención a lo dispuesto por el artículo 217 de la LA, esa 
jurisprudencia es solo obligatoria para el circuito al cual pertenece ese 
pleno, como lo es el segundo. 


Pero, además, como se puede advertir, en esa tesis, además de 
soslayar el texto vigente del artículo 16 constitucional, confunde la emisión 
de esa resolución judicial y su registro, ateniéndose a una interpretación a 
la letra del artículo 67 del CNPP. 


Por lo que, en el caso concreto, si la defensa señaló que su 
representado necesitaba comprender por qué se le emitió el auto de 
vinculación a proceso, ello implicaba un ejercicio concerniente a repasar 
los argumentos verificados por la jueza o el juez, al emitir el auto de 
vinculación, e incluso los esgrimidos por las partes en el debate, más no 
así para que los conociera apenas. 


Cierto es, que para una persona privada de su libertad pudiera 
representar un problema, tal como lo alegó la defensa en el caso planteado, 
por falta de medios tecnológicos para reproducir la videograbación, pero 
ello, no es un problema legal, sino operativo, dado que en todo caso, las 
autoridades penitenciarias tienen el deber de permitir el acceso a esos 
dispositivos, bajo ciertos estándares de seguridad, a los imputados, y en el 
caso de que así no pueda hacerse, entonces, pedir el auxilio judicial para 
que esto se verifique. 
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Conclusión 


A uto de vinculación a proceso. La omisión de emitirlo por 
escrito, no trasgrede el debido proceso. 


La falta de la pieza escrita del auto de vinculación a proceso, 
no trasgrede el debido proceso, en ninguna de sus vertientes pues, en 
primer lugar, el imputado debe necesariamente estar presente en la 
audiencia en la que se emite y en la que él o la juzgadora expone la 
fundamentación y motivación de ese acto de molestia, lo que garantiza 
que la conocerá. 


En su caso, el registro de ese acto de molestia, puede hacerse por 
cualquier medio que garantice su autenticidad, tal como lo establece 
el artículo 44 del CNPP, el cual cumple la función de que se pueda 
reproducir, con el objetivo de repasar su contenido emitido en forma 
oral, lo que garantiza la seguridad jurídica, así como el derecho a la 
defensa, en su vertiente del derecho a impugnar. 


Por el contrario, la emisión del auto de vinculación a proceso, 
también por escrito, además de vaciar de contenido la audiencia inicial, 
puede traer consigo, confusiones en cuanto a los plazos para impugnar, 
tomando en cuenta lo confuso de la redacción del artículo 67 del CNPP, 
sobre el tema relativo al momento en el que causa efectos la resolución 
por escrito, máxime en ese inter de 24 horas que el precepto establece 
para la emisión escrita del auto de vinculación en forma escrita. 


Incluso, en tratándose de personas privadas de su libertad, si lo 
que se busca es que repasen lo que se dijo en la emisión oral de ese 
acto de molestia, son cuestiones operativas las que se deben solventar 
en relación a la oportunidad para tener acceso a los dispositivos 
tecnológicos que permitan la reproducción de esa audiencia. 


El correcto entendimiento del artículo 67 del CNPP, no puede hacerse 
aun a sabiendas que es contrario a la oralidad, con tal de preservar 
formalidades que, como se puede advertir, distan mucho. 
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Necesidad de un dictamen de viabilidad para 
conceder la suspensión condicional del proceso 
en caso de violencia domestica 


Juez Licda. Liliana Martínez Sandoval 


Resumen: Procede la suspensión condicional del proceso, en los casos de 
violencia familiar, siempre que se pruebe con un dictamen de viabilidad que la víctima 
esta empoderada y, no procede, en los casos que la víctima no la desee. 


Palabras clave: Justicia Restaurativa. Suspensión condicional del proceso. 
Dictamen de viabilidad. Empoderamiento. Garantía de no repetición. 


Abstrac: Conditional stay of proceedings applies in cases of family violence, if 
itis proven by a feasibility report that the victim is empowered and, not applicable, in the 
cases that the victim refuses the conditional suspensión. 


Keywords: Restorative Justice. Conditional suspension of the process. 
Feasibility opinion. Empowerment Guarantee of non-repetition. 
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Introducción 


El presente trabajo tiene como finalidad realizar un análisis de los 
mecanismos alternos de solución de conflictos, previstos por la LNMA y 
los previstos por el CNPP en casos de supuestos de violencia de género. 


El artículo 187 del CNPP no permite los acuerdos reparatorios en 
delitos del orden familiar, pero si faculta la suspensión condicional del 
proceso. 


Por esa permisibilidad en los casos de violencia familiar en los que 
estén involucradas mujeres como víctimas de estos delitos, es necesario 
verificar que la ofendida esté empoderada para dar su consentimiento 
válido ante el mecanismo alterno. 


Existe el riesgo de que la víctima sufra violencia y no esté en 
igualdad de condiciones que el imputado para decidir si tiene o no una 
oposición fundada a dicho mecanismo alterno, por lo que es necesario 
verificar cada caso a fin de materializar el derecho de las víctimas a una 
vida libre de violencia. 


I.- Razones de negar a las mujeres víctima de vio- 
lencia el derecho a la justicia restaurativa 


La reforma a la CPEUM de 18 de junio de 2008 instauró el sistema 
procesal penal acusatorio con diversas formas de acceder la justicia 
diferente a la sentencia, entre ellas, la justicia restaurativa y la suspensión 
condicional del proceso. 


Sin embargo, el CNPP sólo permite los acuerdos reparatorios, con 
efectos de extinción de la acción penal, en delitos que se persiguen por 
querella de parte ofendida, en delitos de naturaleza culposa y en delitos 
patrimoniales que no se ejecuten con violencia en las personas y limita 
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ese derecho en los casos de violencia familiar o sus equivalentes según lo 
disciplinen los CPS de las diferentes entidades federativas. 


La restricción pretende tutelar a las víctimas u ofendidos de este tipo 
de delitos de una posible o inminente revictimización al ser confrontadas 
con su agresor a través de los mecanismos alternos como lo explican los 
17 de la LGV, 52 de la LGAMV y 29 fracción IV de la LAMVLEG. 


Alo anterior también se suma, el hecho de que uno de los efectos del 
acuerdo reparatorio es la extinción de la acción penal lo que imposibilita 
que el activo del delito quede sujeto a vigilancia o supervisión de la 
autoridad, que es necesario para hacer posible la garantía de no repetición 
en favor de la víctima. 


La restricción a ese derecho también se justifica en este tipo de 
delitos, porque la mayoría de las personas que se encuentran en una 
situación de violencia en el ámbito familiar, están sometidas a una relación 
asimétrica. 


Por lo tanto, no están en condiciones de igualdad para proponer a 
través de la mediación, conciliación o las juntas restaurativas soluciones 
al conflicto penal, pues estarían sujetas al poder de su agresor, siendo ésta 
una razón válida por la cual se considera que es proporcional la fracción 
normativa de negar la posibilidad de que los asuntos penales de violencia 
familiar se puedan resolver a través de estos mecanismos alternos. 


Il.- Procedencia de mecanismos alternos en 
delitos de violencia de género 


El CNPP, en casos de violencia doméstica, no restringe el derecho de las 
partes a la suspensión condicional del proceso ya que tiene como finalidad 
reparar el daño a la víctima en forma integral, cuyo contenido es el pago 
de una compensación por los daños materiales, morales y perjuicios que 
haya sufrido la víctima a consecuencia del delito, que se constituyan 
garantías de no repetición, lo que implica que el imputado se someta a 
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la vigilancia de la autoridad por un plazo determinado y por medio de 
condiciones objetivas que a su vez, también son medidas que buscan que 
el imputado pueda rehabilitarse en su vida social y familiar. 


Por lo tanto, la suspensión condicional del proceso es un mecanismo 
alterno idóneo de solución de conflicto para estos casos, porque la 
extinción de la acción penal no procede de manera inmediata, sino que es 
necesario someter al imputado a la vigilancia de la unidad de supervisión 
de la suspensión condicional del proceso en un plazo que va de seis meses 
a tres años. 


Lo anterior, permite, por una parte, implementar las medidas 
necesarias para verificar que la víctima del delito de violencia familiar 
otorgue un consentimiento informado a través del control judicial y por 
otro lado, también permite someter al imputado, a una evaluación para 
establecer cuales condiciones objetivas, garantizan la seguridad de la 
víctima y qué tratamiento puede rehabilitar al acusado a su vida social y 
familiar. 


El CNPP establece en el artículo 192 los requisitos de procedencia 
de la suspensión condicional del proceso: I. Que el auto de vinculación 
a proceso se haya emitido por un hecho probablemente delictivo cuyo 
término medio aritmético de la sanción que pudiera imponerse no sea 
superior a cinco años de prisión; II. Que no exista oposición fundada de 
la víctima u ofendida; y III. Que hayan transcurrido dos años desde el 
cumplimiento o cinco años desde el incumplimiento de una suspensión 
condicional anterior, en su caso. 


Ahora bien, en los delitos de violencia familiar suele darse también 
la violencia de género y en el CPEG lo norma en el artículo 221 con 
pena corporal que va de uno a seis años de prisión, por lo que el término 
medio de la sanción que pudiera imponerse por este delito es de tres años 
y seis meses de prisión, de ahí que es posible que pueda accederse a este 
mecanismo alterno. 


En cuanto al requisito de que no exista una oposición fundada 
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de la víctima u ofendida, en estos casos de violencia de género en el 
ámbito familiar, resulta relevante respetar los derechos reconocidos 
de las víctimas, a no ser obligadas a participar en procedimientos de 
conciliación o cualquier otro mecanismo con su agresor. 


De manera que la negativa de una víctima de un asunto de esta 
naturaleza, para que el mismo se resuelva a través de una suspensión 
condicional es fundada, sin mayor pronunciamiento. 


Pero en los casos en los que la víctima acepte la suspensión 
condicional del proceso, para velar por su derecho a acceder a la justicia 
restaurativa, es necesario verificar que el consentimiento que otorga en 
esta forma alternativa de solución al conflicto es libre e informado, por 
lo que es importante que la ofendida acepte que se le practique un estudio 
de viabilidad, para descartar que esté siendo coaccionada o presionada 
por el imputado, por alguna otra persona o por sus circunstancias 
personales o económicas, estudio que permitirá conocer si la ofendida se 
encuentra empoderada y así conocer objetivamente, si su consentimiento 
se encuentra libre de todo error o coacción, incluso descartar que se 
encuentre inmersa en un ciclo de violencia, en dónde la ofendida al 
transitar por una etapa de luna de miel, no suele prever los riesgos que 
representa tener algún acercamiento o reconciliación con la persona que 
la agredió, porque de ser así, el consentimiento que externa la ofendida 
a este mecanismo alterno pudiera ser no válido, por encontrarse viciado. 


A lo anterior también se suma el hecho de que debe verificarse que 
esta forma alternativa de solución al conflicto constituya una verdadera 
tutela a los derechos de la ofendida, como son la protección de su 
integridad física y psicológica, así como la rehabilitación del imputado 
a su vida social y familiar, por tal motivo el art. 195 del CNPP reconoce 
facultades al juez de control para establecer el plazo al que quedará sujeto 
el imputado a la vigilancia de la autoridad y además para ordenar que 
el imputado se someta a un estudio, a fin de establecer qué condiciones 
objetivas pueden garantizar íntegramente los derechos de la parte lesa, 
como garantía de no repetición. 


Este tipo de estudios se encomiendan a la fiscalía, al ser una 
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institución que cuenta con peritos psicólogos y criminólogos para realizar 
este tipo de estudios, no así la unidad de supervisión de la suspensión 
condicional del proceso (UMECA), debido a que solo cuenta con personal 
de supervisión que da seguimiento en la vigilancia de los imputados en el 
cumplimiento de las condiciones objetivas. 


Estos estudios son válidos a la luz de los artículos 1,4 y 17 de la 
CPEUM, porque procuran garantizar el ejercicio pleno del derecho de la 
ofendida, de acceder a la justicia restaurativa en condiciones de igualdad 
frente al imputado y también garantiza, su derecho a la protección a su 
integridad física y psicológica, pues negar la suspensión condicional 
del proceso en todos los casos, sería restringir desproporcionalmente 
el derecho a la víctimas de este tipo de delitos a acceder a la justicia 
restaurativa. 


Conclusión 


ecesidad de un dictamen de viabilidad para conceder la 
| N suspensión condicional del proceso en caso de violencia 

domestica. 

Resulta procedente conceder la suspensión condicional del proceso 
en los casos de violencia familiar asegurando la igualdad material de la 
víctima y el imputado por lo que es menester que el juez se asegure del 
debido empoderamiento de la parte ofendida con la información idónea, 
como lo es un dictamen de viabilidad. 


Además, en los casos en los que la víctima sea mujer y se niega, se 
oponga a la salida alterna debe considerarse una oposición fundada por 
su derecho a no confrontar a su agresor. 


Si 
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La formulación de imputación y el debido proceso 


Juez Mtro. José Juan Villagómez Amézquita 


Resumen: Desde le implementación del sistema penal acusatorio se ha 
generado un minucioso escrutinio sobre el cumplimiento y respeto a los derechos 
fundamentales. Uno de ellos ha sido el debido proceso, porque se ha considerado 
que, en torno a él, debe girar cualquier trámite y actuación de la autoridad; así es que 
nos enfocaremos a su materialización en la formulación de imputación. 


Palabras clave: sistema penal acusatorio, derechos fundamentales, debido 
proceso, formulación de imputación. 


Abstract: Since the implementation of the accusatory penal system a thorough 
scrutiny on the fulfillment and observance ofthe fundamental rights has been generated. 
One of them being due process, for it has been determined that any procedures or 
acts by the authority must adhere to it, and it will be our focus to attain it during the 
development of the ascription. 


Keywords: Accusatory Penal Sistem, fundamental rights, due process, 
imputation formulation. 
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Introducción 


Una de las instituciones procesales del sistema penal acusatorio que 
merece especial atención es la formulación de imputación, ya que se trata 
del acto mediante el cual se plantea al imputado el evento que dio origen 
a la investigación. 


Para que ese acto cumpla su finalidad de comunicación, debe 
tenerse en cuenta que la persona receptora es el imputado y que, además, 
se habrán de respetar derechos fundamentales aplicables a esa primigenia 
audiencia. 


De ahí que este trabajo se enfoca al debido proceso y a la forma en 
que —se propone- debería materializarse al formularse la imputación de 
los hechos. 


Il. La formulación de imputación: aspecto legal 


Según la real academia española, imputar significa atribuir a alguien 
la responsabilidad de un hecho reprobable. Esa atribución debe darse 
mediante la comunicación. 


Lacomunicación del hecho,al hablarde un sistemadeenjuiciamiento, 
queda a cargo del órgano titular de la acción que, en nuestro sistema penal 
acusatorio, es el Ministerio Público, por mandato constitucional (art. 21 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en adelante 
CPEUM). 


Si partimos de la definición legal que el artículo 309 del CNPP 
propone para esta institución procesal, tenemos que la formulación de 
la imputación es la comunicación que el ministerio público efectúa 
al imputado, en presencia del juez de control, de que desarrolla una 
investigación en su contra respecto de uno o más hechos que la ley señala 
como delito. 
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Sin embargo, es propiamente el precepto 311 CNPP, el que 
realmente define lo que significa formular una imputación, estableciendo 
que será el ministerio público quien exponga al imputado el hecho que se 
le atribuye, la calificación jurídica preliminar, la fecha, lugar y modo de 
su comisión, la forma de intervención que haya tenido en el mismo, así 
como el nombre de su acusador. 


Resultando necesario considerar a la formulación de imputación 
como parte esencial, previa a la emisión del auto de vinculación a proceso, 
puesto que así aluden a ella los artículos 19 CPEUM y 316 CNPP. 


III. El debido proceso 


Se trata de un derecho fundamental, cuyo concepto ha sido abordado 
tanto por la doctrina como por la jurisprudencia. En el primer caso, se 
le ha definido como el conjunto de condiciones y requisitos de carácter 
jurídico y procesal que son necesarios para poder afectar legalmente los 
derechos de los gobernados', y se agrega que una connotación más de ese 
mismo concepto consiste en que toda persona debe ser oída y vencida en 
juicio. 


El autor adereza el concepto con aspectos específicos mediante 
los que se puede materializar, tales como: el respeto a las formalidades 
esenciales del procedimiento, la prohibición de tribunales especiales, la 
restricción de la jurisdicción militar, el derecho a la garantía de audiencia, 
la fundación (sic) y motivación de las resoluciones judiciales, dictadas por 
autoridad competente; y a ellas se suman las garantías judiciales en materia 
penal, el derecho al juez natural, la independencia e imparcialidad judicial, 
el derecho al recurso efectivo, a la justicia pronta, entre otros. Ahora, 


1 Cfr. Fix-Zamudio, Héctor: Debido proceso legal. En diccionario jurídico mexicano. Tomo III. 
Instituto de investigaciones jurídicas UNAM. Ciudad de México. 1983; pp. 19 y ss. https:// 
archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/3/1170/3.pdf. Consultada el 23 de agosto de 
2021. 


2 Cfr. Silva García, Fernando: Derecho de audiencia arts. 14 constitucional y 80. de la 
convención americana de derechos humanos. En derechos humanos en la constitución. 
comentarios de jurisprudencia constitucional e interamericana. T. II. UNAM. México. 2013; 
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ocupándonos del segundo caso, la suprema corte de justicia de la nación 
ha indicado que el debido proceso lo conforman: a) las formalidades 
esenciales del procedimiento, b) el derecho de acceso a la justicia, y c) 
el conglomerado de bienes sustantivos constitucionalmente protegidos, 
entre los que se encuentran la libertad, las propiedades, y las posesiones 
o los derechos.* 


Como se puede ver, el concepto es tan amplio que únicamente 
tomaremos, de él, dos aspectos: a) el derecho a conocer el origen del 
procedimiento como integrante de las formalidades esenciales del 
procedimiento y b) el respeto a la garantía de audiencia. 


IV. La finalidad de la imputación: aspecto 
material 


Al conjuntar lo ya advertido en los dos apartados que anteceden, tenemos 
que la formulación de imputación debe cumplir con varias finalidades: 


1.- Comunicación del motivo por el que inició el procedimiento. 
Mediante el respeto a las exigencias de los artículos 19 y 20, B, III, 
CPEUM y 311 CNPP, es como el imputado tendrá el conocimiento del 
hecho que fue puesto en conocimiento del ministerio público; es decir, 
conocerá el motivo por el que esa autoridad inició una investigación 
en su contra; a la vez que tendrá una cierta noción temporal, espacial y 
modal en que fue cometido el hecho cuya comisión se le atribuye. 


2.- Garantía o derecho de audiencia. Ha sido la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación la que, en jurisprudencia, ha indicado el contenido 
de este derecho, estimando que son las formalidades esenciales del 
procedimiento las que, en conjunto, le dan vida?. 


3.- Brindar apoyo a la defensa material. No basta que se cumpla 
formalmente con la imputación de hechos, porque la comunicación al 
imputado debe realizarse de manera clara, sencilla y, preferentemente, 
sin lenguaje técnico, procurando que realmente comprenda el hecho 
materia de la imputación. Sólo de esa forma es como podrá válidamente 
decidir si responde o no al cargo planteado (arts. 20, B, ll, CPEUM y 
312 CNPP). 


4 Suprema corte de justicia de la nacin. Tesis de jurisprudencia con numero de registro: 2005716. 
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Debe tenerse en cuenta, también, que la comunicación del hecho, 
debe contemplar la totalidad de elementos que conforman el tipo penal 
sobre el que se fincará la calificación jurídica; a efecto de que se considere 
completa la imputación. 


V.- Toma de postura 


Desde el momento en que se prepara la intervención del ministerio 
público para la audiencia inicial, debe ejercer su capacidad de síntesis 
sobre el hecho que la ley señala como delito, que es el que planteará al 
imputado. Para ello debe partir de las circunstancias culturales de éste 
edad, ocupación, preparación académica, etcétera- para determinar el 
lenguaje adecuado para la imputación. 


Además, en su exposición, el agente del Ministerio Público de la 
audiencia inicial, debe proponer las circunstancias de tiempo, lugar y 
modo que sean atinentes al hecho, como también todas aquellas otras 
circunstancias que brinden respaldo a la calificación jurídica, con base en 
el tipo penal que se estima acreditado. 


Sólo de esa manera se brindará una debida oportunidad al imputado 
para ejercer la defensa material, no sólo por la decisión de declarar, sino 
por el hecho de indicar a su defensor, si cuenta con algún dato de prueba 
que le sea favorable y que deba recabarse a la brevedad posible. 
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Conclusión 


a formulación de imputación. Su relación con el debido proceso. 


La formulación de imputación de que hablan los artículos 19 de la 
CPEUM y 316 del CNPP, como requisito para emitir un auto de vinculación 
a proceso, debe cumplir con la finalidad de: a) comunicar al imputado el 
motivo por el que inició el procedimiento, conforme a los artículos 19 y 
20, B, [II, CPEUM y 311 CNPP; b) garantizar el ejercicio del derecho 
de audiencia del artículo 14 CPEUM, y c) servir de apoyo a la defensa 
material, para el caso de que el imputado decida responder al cargo y/u 
ofrecer datos de prueba en pro de su situación jurídica provisional, según 
los preceptos 20, B, II y IV, CPEUM y 113, III y IX, 312 y 314 CNPP. 


Para ello, el agente del ministerio público de la audiencia inicial 
debe utilizar un lenguaje asequible al imputado, ocupándose de informar 
las circunstancias fácticas del hecho, evitando el uso de tecnicismos 
innecesarios; siempre con un argumento vasto, pero sintético y concreto, 
respaldado por la totalidad de elementos que exige el tipo penal sobre 
el que se fincará la calificación jurídica y sin que haga un resumen de la 
carpeta de investigación. 


Sa 
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